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I. Responsabilidad del Estado

1. Lineamientos generales

Cuando la responsabilidad proviene de hechos lícitos, quien responde no es el agente que provoca materialmente el daño sino quien se sirve de él para llevar a cabo es actividad inherente a la función que tiene asignada. La responsabilidad causada por el hecho lícito debe ser siempre, en principio, institucional. No es el agente que ejecutando un deber legal y siguiendo la manda que hace al cumplimiento de su función ocasiona un daño a un tercero quien debe responder, sino la institución que lo emplea y se vale de él para realizar esa función que le compete. Es así que la responsabilidad del Estado provincial es directa en estos casos, salvo que el agente haya actuado con negligencia y el hecho pueda serle imputado a título de culpa, en cuyo caso él resulta responsable directo (art. 1109 Cód. Civ.) y la Provincia lo es en forma indirecta (arts. 1112 y 1113, párr. 2ø, Cód. Civ.). Este principio de la responsabilidad directa del empleador encuentra formulación en nuestro derecho a través de normas específicas que lo contienen, como son los arts. 2553, 2618, 2627 y 2650 del Código Civil -que imponen la obligación de reparar al margen de las nociones de culpa o ilicitud- de los que se extrae que quien despliega un accionar que la ley autoriza, y por tanto lícito, debe no obstante indemnizar los perjuicios que con él cause a terceros, a la par que no es el ejecutor material del hecho sino quien lo manda ejecutar el que está obligado a reparar el daño. Así, no son los obreros que cavan en busca de un tesoro, ni los que operan las calderas, máquinas o artefactos que producen inmisión en la casa vecina, ni los albañiles que montan los andamios en la finca lindera, ni los operarios que realizan las obras que hacen surgir las aguas que se vierten sobre el fundo ajeno quienes responden por el daño causado, sino el dueño de la obra o del establecimiento. Ello revela que no es el ejecutor material del hecho sino aquél por cuya cuenta y orden se ejecuta, quien está obligado a resarcir el daño que se cause con ese accionar legítimo. 

cc0002 SM 58752 RSD-406-6 S 28-12-2006 Arrúa González, Edilberta c/ Provincia de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios B2003657

Para que se genere la responsabilidad estatal por abstención los presupuestos son los mismos derivaos del régimen general. Como en toda pretensión indemnizatoria que involucre una reparación de daños y perjuicios no puede estar ausente el nexo causal entre el daño invocado y la prescindencia estatal. Así el Estado resultará civilmente responsable siempre que se acredite una relación causal entre el incumplimiento de su obligado y el daño producido.

SCBA, 11/4/2007, Acuña, Luis E. c/Rosano Mariano s/ds. Y ps., en Lexis Nexis Buenos Aires n° 12 /2007, p. 1402.

II. La regulación de la responsabilidad del Estado a través de las normas de Derecho Administativo

La acción se encamina a hacer efectiva la responsabilidad estatal, cuestión que debe ser resuelta por aplicación de normas y principios de derecho público, conclusión que no varía por el hecho de que deba acudirse, para su solución, al método de integración analógica. Está expresamente previsto en el código de la materia que esta clase de asuntos corresponde a los tribunales contencioso administrativos aún cuando se invocaren o aplicaren por analogía normas del derecho privado (art. 2 inc. 4, ley 12.008 -texto según ley 13-.101-). 

SCBA, B 69016 I 3-10-2007: N.,A. c/ P.,d. s/ Daños y perjuicios. Pretensión indemnizatoria. Conflicto de competencia art. 7 inc. 1, ley 12.008 B94393

III. La regulación de la responsabilidad del Estado a través de las normas del Código Civil

IV. El “dominio” sobre los bienes públicos del Estado. Normativa aplicable

Cabe apuntalar que conforme al inc. 7º del art. 2340 del C.Civil, son bienes públicos del Estado, las calles, plazas, caminos, puentes y cualquiera otras obras públicas, construidas para utilidad o comodidad común. Y tal dominio es materia propia del derecho administrativo, no pudiendo confundirse con el derecho real perfilado por el art. 2506. El Estado carece de las atribuciones que son naturales en el derecho civil de dominio, y ello precisamente porque lo que caracteriza a bienes públicos como el de litis es un destino de aprovechamiento y goce directo e irrestricto por los individuos de la sociedad, general e indiscriminadamente. Están fuera del comercio, son inalienables e imprescriptibles (arg. art. 3951 del C.Civil), y el Estado es apenas su administrador, careciendo de los atributos esenciales de un propietario, sin poder excluirlos a su arbitrio de las indicadas utilidad o comodidad común, que son su fundamento. Lo que lleva a concluir que, siendo la municipalidad –sin duda- guardián de la cosa (el árbol) por cuyo vicio o riesgo sobrevino el daño, no pesa sobre el estado provincial responsabilidad fundada en el art. 1113 del C.Civil, ya que su condición no es la del “dueño” que dicha norma previó.

Causa 71.146 del 22-6-2004 RSD: 148/04 “Torello c/ M.S.I. s/ ds. y ps.” ID: 3310

V. Responsabilidad del Estado por error judicial

2. Pautas para determinar la existencia del error judicial

El error judicial consiste en la decisión emitida por un magistrado en un proceso, que se revela gravemente incongruente, desacertada, equívoca o inicua. El error judicial puede ser el producto de la culpa o del dolo del magistrado (dolo judicial, o error judicial gravemente inexcusable) que lo responsabilice criminal o civilmente (arg. Art.515 inc.4 in fine del Código Civil), o ser el producto de un acto de juzgamiento hecho sin infracción que no haga al magistrado pasible de responsabilidad alguna. Por su parte, la responsabilidad estatal frente al damnificado puede existir independientemente de la ausencia de responsabilidad del magistrado, fundándose ella en razones vinculadas al Estado de Derecho y la garantía de igualdad frente a las cargas públicas. El error en tales términos debe ser verificado por un pronunciamiento anterior mediante el cual se determinen la naturaleza y gravedad del yerro, y se deje sin efecto el acto.

Causa 96.855 del 21-5-2009 RSD: 41/09 “Ramos c/ Pcia. Bs. As. S/ ds. Y ps.” orden: Soláns-Krause ID: 4803

En consideración a esas decisiones administrativas dictadas en ese ámbito correctivo << y>>  disciplinario, donde se analizaran las actuaciones de funcionarios que llevaban a cabo procederes irregulares en ese proceso penal << y>>  la posterior decisión anulatoria del acta de declaración de los imputados aquí actores, lo cual como se refiere en el pronunciamiento de esa causa penal de la Excma. Cámara de Garantías es un “trámite” del cual dependen entre otros “tanto medulares cual la elevación a juicio como incidentales, ni más ni menos que la cautelar de prisión” cabe precisar que evidentemente se está en presencia de un << error judicial>>  pues ha mediado un comportamiento irregular, un acto << judicial>>  que se aparta del “oficio” o la regularidad.

CC0203 LP 110657 RSD-70-9 S 19-5-2009, "A., A. D. << Y>>  OTRO/A C/ FISCO DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ DAÑOS << Y>>  PERJ. ESTADO (EJERC. PROF. FUNCIO)" (causa 110.657) B355148

 
Cabe precisar de igual modo que si bien en definitiva << y>>  mediante la decisión de la Alzada Penal << y>>  en base a los recursos planteados por los aquí actores ha mediado la superación o subsanación de los << errores>>  antes descriptos, lo cierto es que en el supuesto como se verá aún con la corrección posterior en la instancia superior, se ocasionaron perjuicios valorables en el curso mismo de ese trámite, necesario para la subsanación. Es decir que conforme a lo aquí actuado a la prueba rendida << y>>  a la actitud procesal que ha guardado el Fisco Provincial ante esta Alzada ha quedado establecido, como se verá, que efectivamente quienes estaban involucrados en ese trámite “fueron dañados” << y>>  por tanto deben ser indemnizados (arts. 260, 261 del C.P.C.C; 1068, 1069, 1070, 1112 del C. Civil).

CC0203 LP 110657 RSD-70-9 S 19-5-2009, "A., A. D. << Y>>  OTRO/A C/ FISCO DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ DAÑOS << Y>>  PERJ. ESTADO (EJERC. PROF. FUNCIO)" (causa 110.657) B355148


En los aspectos cabe valorar que el Estado solo puede ser responsabilizado por << error judicial>>  en la medida en que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo << y>>  dejado sin efecto, como aquí ocurrió respecto a la “orden de detención” dispuesta a fs. 158/160 por el Agente Fiscal interviniente de acuerdo a la citada resolución de la Excma. Cámara Penal << y>>  la elevación de las actuaciones a juicio << y>>  “otros medulares”, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostentaban esos pronunciamientos impedía juzgar que había << error>>  ya que lo contrario importaría un atentado contra el orden social << y>>  la seguridad jurídica << y>>  la acción de daños << y>>  perjuicios se constituiría en un recurso contra el procedimiento firme, no previsto ni admitido por la ley.

CC0203 LP 110657 RSD-70-9 S 19-5-2009, "A., A. D. << Y>>  OTRO/A C/ FISCO DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ DAÑOS << Y>>  PERJ. ESTADO (EJERC. PROF. FUNCIO)" (causa 110.657) B355148


Si bien es cierto que para la habilitación de reclamos indemnizatorios fundamentados en << errores judiciales>>  se requiere la remoción previa de la cosa juzgada << y>>  que el instituto cautelar de la prisión preventiva, -no efectivizada materialmente en el supuesto por eximición de prisión requerida por los actores- no siempre tiene aptitud para alcanzar ese efecto cuando resulta posteriormente absuelto el detenido, lo cierto es que la posibilidad resarcitoria queda abierta cuando en el procedimiento apropiado –las instancias penales- se demuestra la ilegitimidad del mismo, lo que se da cuando se revela incuestionadamente infundado o arbitrario, es decir que medió carencia de sustento lógico en las constancias de la causa para el dictado de esa cautelar, teniendo en cuenta que en general para ese dictado no es necesario una prueba concluyente de la comisión del delito sino solamente la existencia de elementos de convicción suficientes para estimar que existe un hecho delictuoso.
Cabe valorar entonces que se ha destacado en el fallo de la Cámara Penal que se viene citando, que “la documental no exhibida” resultó esencial porque ello significó que en definitiva no se cumpla con la declaración del imputado que prevé la norma del artículo 308 del C.P.P., trámite del cual dependen, como antes se dijo, la elevación a juicio << y>>  la cautelar de prisión.

CC0203 LP 110657 RSD-70-9 S 19-5-2009, "A., A. D. << Y>>  OTRO/A C/ FISCO DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ DAÑOS << Y>>  PERJ. ESTADO (EJERC. PROF. FUNCIO)" (causa 110.657) B355148

si bien en una comunidad jurídicamente organizada todos sus componentes tienen el deber o carga genérica de someterse a las decisiones que se adopten en los procesos jurisdiccionales, lo cual lleva consigo la carga de soportar los daños ocasionados por una sentencia desfavorable << y>>  este deber se concreta, muchas veces, en el sacrificio que tiene que aceptar todo particular, sin indemnización, de soportar los daños que le provoca el sometimiento al proceso, hasta tanto obtenga una sentencia que haga lugar a su pretensión; lo cierto es que ello constituye un principio general del derecho cuyo fundamento reposa en la justicia legal o general, que es la especie de la justicia que establece deberes de las partes con el todo social. Pero existen límites que, de superarse, generan la responsabilidad estatal por << error judicial>>  dado que cuando se configura una actividad << judicial>>  irregular, renace el deber de reparación, ya que la especialidad e intensidad del sacrificio justifica que el particular no deba soportar exclusivamente el daño en tales casos. 
Debe puntualizarse en esos aspectos, que no solo es posible admitir que generan derecho a indemnización el << error judicial>>  o la falta de servicio de justicia, cuando hay privación de libertad, sino que aunque ello no ocurra << y>>  se acrediten otros órdenes de perjuicios con trascendencia valorable derivados de injustas prolongaciones de la medida de detención que se logra superar mediante la eximición de la misma << y>>  tiene su origen en ostensible e inexcusable << error judicial>>  o la falta de servicio, ello se viabiliza, pues existiendo daño injusto originado en esos procederes, acreditado el mismo debe repararse (arts. 43, 1112, 1113, 1068, 1069, 1078 del C. Civil).

Si bien los accionantes fueron procesados y ordenada su detención ello no se concretó en razón de la eximición de prisión que promovieron. Es que si bien la imputación de delitos y el avance de una causa penal produce el descrédito y la aflicción del honor y estima propios, no se ha expuesto ni probado que más allá del círculo de intimidad o cercanía profesional la misma haya trascendido a medios públicos de difusión con lo cual esa aflicción se hubiera acrecentado aún más. Por otro lado, si bien por la condición de ser abogados los mencionados están en juego en forma especial la significación de su honra pública, y es evidente que debió afectarlos el indebido trámite en sus desempeños diarios, no puede perderse de vista que el propio conocimiento de la sinrazón de la tramitación ha debido de algún modo morigerar sus afeblecidos espíritus

CC0203 LP 110657 RSD-70-9 S 19-5-2009, "A., A. D. << Y>>  OTRO/A C/ FISCO DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ DAÑOS << Y>>  PERJ. ESTADO (EJERC. PROF. FUNCIO)" (causa 110.657) B355148

3. Prueba. Carga probatoria.

El éxito de la jurisdicción está también signado por el quehacer de las partes, a quienes les cabe el deber moral de contribuir a los resultados justos y valiosos del obrar judicial. Por lo tanto en el caso, el desacierto que dio razón a la nulidad carece de eficiencia causal -en relación al proceso que se decide- ya que el resultado se produjo también por negligencia del propio damnificado, que no interpuso los remedios procesales contra aquel yerro.

causa 96.855 del 21-5-2009 RSD: 41/09 “Ramos c/ Pcia. Bs. As. S/ ds. Y ps.” orden: Soláns-KrauseID: 4805

4. No genera responsabilidad patrimonial

Cuadra poner de relieve que “en el caso de las sentencias y demás actos judiciales, no generan responsabilidad patrimonial del Estado, ya que no se trata de decisiones de naturaleza política para el cumplimiento de fines comunitarios, sino de actos que resuelvan un conflicto en particular. Los daños que puedan resultar del procedimiento empleado para dirimir la contienda, si no son producto del ejercicio irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares, pues son el costo inevitable de una adecuada administración de justicia .

causa 96.855 del 21-5-2009 RSD: 41/09 “Ramos c/ Pcia. Bs. As. S/ ds. Y ps.” orden: Soláns-Krause

5. error judicial, policial y administrativo

Si el actor fue detenido en un operativo policial y como consecuencia de un error policial, judicial y administrativo resultó privado de su libertad, sometido a un proceso penal y despojado de la tenencia de su vehículo, tales consecuencias, atribuibles a la demandada, tienen entidad suficiente como para ocasionar una lesión a los intereses morales del actor.

CA0100 MP, R 361 RSD-260-8 S 23-9-2008 Sosa, José Luis c/ Poder Ejecutivo s/ Pretensión indemnizatoria B3700173

6. La responsabilidad civil de los magistrados.

En la anchurosa corriente que admite la responsabilidad civil de los jueces cuando –sin dolo suyo- emiten resoluciones que contrarían al ordenamiento jurídico y causan perjuicio, se sostuvo que si puede acreditarse que en el juzgamiento hubo una verdadera negligencia o impericia, no se advierte porqué el juzgador no debiera reparar los daños . 
Mas la aceptación de ese criterio no implica negar que su responsabilidad civil tiene especiales características; principalmente que la acción sólo puede intentarse después de que el magistrado haya cesado en sus funciones por un motivo legal (juicio político, renuncia, etc. 
Igualmente en nuestra Provincia, la pretensión de daños y perjuicios -por responsabilidad civil (arts. 1109 y 1112 del C. Civil)-, deducida contra un juez en el supuesto de actos ilícitos cometidos en el desempeño de sus funciones, se condiciona, desde el punto de vista de su admisibilidad extrínseca, a que cesara en su cargo, sea en virtud de destitución por el Jurado de Enjuiciamiento, sea por renuncia, o bien por haberse acogido a los beneficios jubilatorios, y reiterado en la jurisprudencia moderna .
Causa 95.552 del 31/8/04 RSD: 194/04. “Fragnul c/ Arazi s/ ds. y ps.” ID: 3325

7. Necesidad de desafuero previo.

Por razones de orden público relacionadas con la marcha regular del gobierno creado por la ley fundamental (garantizar el ejercicio de su autoridad y poder), la Constitución Nacional sostiene un sistema de inmunidad que pone a los jueces nacionales a cubierto de la persecución privada por actos cometidos en el ejercicio de sus funciones. “El Requisito del desafuero previo para responsabilizar civilmente a un magistrado por actos cometidos en el ejercicio de sus funciones es parte del sistema”, siendo aquel -o en su caso, el cese de sus funciones por otra causa- indispensable conforme una larga y pacífica jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación.

Causa 96.855 del 21-5-2009 RSD: 41/09 “Ramos c/ Pcia. Bs. As. S/ ds. Y ps.” orden: Soláns-Krause ID: 4799

El previo sorteo de la prerrogativa de la inmunidad funcional propia de los magistrados para poder ser sometidos a juicio, es una cuestión que hasta la fecha ha sido sostenida en forma invariable por el máximo Tribunal nacional y provincial (v.g.CSJN “Bonorino Peró c/Gobierno nacional”,  “Irurzun c/Estado Nacional, en Fallos 317:366 ; SCBA, “Jakson c/Uzal Deheza” J.A vol.4.pág.435). 
Causa 96.855 del 21-5-2009 RSD: 41/09 “Ramos c/ Pcia. Bs. As. S/ ds. Y ps.” orden: Soláns-KrauseID: 4800

VI. Responsabilidad del Estado por error registral

8.Errónea inscripcion de defunción

La pretensión por la cual se demanda a la Provincia de Buenos Aires por los daños -al decir del actor- que le ocasionara la actuación del Registro de las Personas al inscribir erróneamente su defunción, trata de hacer efectiva la responsabilidad de la Provincia, cuestión que debe ser resuelta por aplicación de normas y principios de derecho público; conclusión que no varía por el hecho que deba acudirse, para su solución, al método de integración analógica. Está expresamente previsto en el código de la materia que esta clase de asuntos corresponde a los tribunales contencioso administrativos aún "...cuando se invocaren o aplicaren por analogía normas del derecho privado" (art. 2 inc. 4°, ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

SCBA, B 69925 I 3-12-2008: Isaurralde, Alfredo Isamel c/ Provincia de Buenos Aires y ot. s/ Daños y perjuicios -Declaración de Tribunal competente B95938

9.Erróneo certificado de Registro de la Propiedad

Responsabilidad del estado. daños y perjuicios. expedición de un certificado erróneo por el registro de la propiedad.

Es dable exigir a los demandantes la previa justificación de que se ha frustrado el pago de lo debido a causa de la insolvencia del obligado, a fin de dejar despejada la acción promovida directamente contra el Fisco de la provincia por la reparación de los daños causados y que derivarían de un informe erróneo del Registro de la Propiedad. La expedición de un certificado erróneo por parte del Registro de la Propiedad, no genera per se la responsabilidad del Estado, sino a condición de que el actore acredite que se ha frustrado la posibilidad de satisfacer su crédito. Procede la demanda contra el Estado si el demandante acreditó una actitud diligente en procura de su crédito.

S.C.B.A Ac. 67.882 del 14-3-01 DJBA 30-4-2001

VII. Responsabilidad del Estado por falta de servicio

10.Pautas

El Estado responde directa y objetivamente por la falta de servicio, y ello va más allá o con prescindencia del actuar culposo o no de sus órganos, ya que el Estado está obligado a responder por la sola circunstancia de que el daño se produjo como consecuencia del funcionamiento defectuoso o irregular del servicio o de la función administrativa que le es propia.

CC0103 LP 240085 RSD-58-10 S 18-3-2010 R.M. y otros c/ PROVINCIA de Buenos Aires s/ DAÑOS Y PERJUICIOS B202919

En los supuestos de aquellos daños que “son producto del ejercicio irregular del servicio”, el Estado responde directamente << y>>  con fundamento en el artículo 1112 del C. Civil, sin que sea menester acudir a los espejos de la responsabilidad refleja o indirecta a que se refieren el art. 1113 Iº parte << y>>  43 del C. Civil, pues cuando se alude a la previsión del artículo 1112 del C. Civil << y>>  se transita en la responsabilidad directa << y>>  objetiva de un órgano jurisdiccional del Estado ello es con prescindencia del actuar culposo o no del titular del mismo << y>>  autor del acto << judicial>>  que provocara el daño ya que el Estado está obligado a responder siempre que ese daño sea el fruto del funcionamiento defectuoso, inadecuado o irregular del servicio de justicia que le es propio, funcionamiento irregular que se da siempre que el << error>>  “exceda lo que constituye un funcionamiento normal << y>>  razonable” (S.C.B.A. Ac. 79.211 del 16/07/2003, voto del Dr. Roncoroni con cita de doctrina << y>>  pronunciamientos de la C.S.N.).

CC0203 LP 110657 RSD-70-9 S 19-5-2009, "A., A. D. << Y>>  OTRO/A C/ FISCO DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ DAÑOS << Y>>  PERJ. ESTADO (EJERC. PROF. FUNCIO)" (causa 110.657) B355148

11. Cómo se configura la falta de servicio estatal?

La falta de servicio del Estado está configurada en el caso por el inadecuado o irregular ejercicio en el cuidado de la salud del interno y en la omisión de tomar las medidas pertinentes para evitar dentro del penal la existencia de enfermedades infectocontagiosas (arts. 901, 902 y cc. , 1074, del Código Civil) y, por otra parte, la antijuricidad o el ilícito objetivo está materializado en la inadecuada e irregular prestación del servicio de salud (art. 38 inc. 8ø de la Constitución Provincial), o en la omisión de obrar en tiempo oportuno, y esto no es otra cosa que un "irregular" cumplimiento de las obligaciones que le estaban impuestas a los órganos prestadores del servicio de salud, por lo que, si a consecuencia de ello se deriva un daño, la responsabilidad extracontractual por el mismo con su consecuente deber de reparar se imputa y proyecta indefectiblemente sobre el Estado (doct. arts. 1074, 1113 del Código Civil). 

CC0103 LP 240085 RSD-58-10 S 18-3-2010 R.M. y otros c/ PROVINCIA de Buenos Aires s/ DAÑOS Y PERJUICIOS B202920

VIII. Responsabilidad del Estado por actividad lícita

12.Ausencia de normas que regulan la materia

Es doctrina legal que la responsabilidad por actividad lícita del Estado tiene carácter complejo por la ausencia de normas específicas que regulen la materia y por la inaplicabilidad de las normas sobre responsabilidad civil que tienen como presupuesto normal la antijuricidad. 
Causa 93.767 del 17-6-2004 RSD: 146/04 “Maidana c/ Pcia. Bs. As. S/ ds y ps.”  ID: 3312

13. Poder de policía de seguridad.

Suponiendo que la acción policial al momento del robo hubiera sido lícita, ni aun así carece el damnificado de derecho a ser resarcido. Ello porque, si en el ejercicio del poder de policía de seguridad, se crea un riesgo cierto por las exigencias que impone, y ese riesgo se manifiesta en un daño, es justo que sea toda la comunidad –en cuyo beneficio se organiza el servicio- la que contribuya a su reparación, y no el sujeto sobre el que recae el perjuicio que no tiene el deber jurídico de soportar. No obsta a ello que los agentes policiales que en el caso intervinieron pertenezcan al Estado Provincial, puesto que como ha quedado probado, al momento del hecho, prestaban servicios de policía adicional contratados por el Municipio, con el objeto de preservar el patrimonio comunal. 

Causa 101.456 del 15-3-07 RSD: 43/07 “Gauna c/ M.S.I. s/ ds. y ps.” Orden: 5-4ID: 190

Suponiendo que la acción policial fuera lícita (en procura de salvaguardar el orden, en estado de necesidad y con apremio en la preservación de la vida propia de los funcionarios), es doctrina de la Corte Suprema que ni aún así carece el damnificado de derecho a ser resarcido. Ello porque, si en el ejercicio del poder de policía de seguridad, se crea un riesgo cierto por las exigencias que impone, y ese riesgo se manifiesta en un daño, es justo que sea toda la comunidad –en cuyo beneficio está organizado el servicio- la que contribuya a su reparación, y no el sujeto sobre el que recae el perjuicio que no tiene el deber jurídico de soportar. Esto es que la admisión de la responsabilidad del Estado por su obrar lícito –cuando del mismo se trata- tiende a resarcir el desmedro patrimonial que experimenta un particular a raíz de un acto estatal que se traduce en un beneficio para toda la comunidad. Análogo rumbo adopta una decidida corriente jurisprudencial y doctrinaria

Causa 93.767 del 17-6-2004 RSD: 146/04 “Maidana c/ Pcia. Bs. As. S/ ds y ps.”  ID: 3311

IX. Responsabilidad del Estado por la guarda de menores

La endilgada responsabilidad hacia el colegio y su profesor de educación física no desplazan la suya propia, toda vez que el menor no viajó estrictamente representando al colegio, sino a la Municipalidad, no siendo razonable interpretar que la comuna, habiéndolo trasladado, pueda desligarse de la responsabilidad que en todo sentido le atañe respecto de aquéllos que integraban la delegación municipal, pretendiendo limitarla únicamente a la parte deportiva. Lo contrario emerge del reglamento general de los Torneos Juveniles Bonaerenses, ya mencionado, que contempla la responsabilidad del técnico o delegado municipal… 

PASETTO DANIEL G. Y OT. C/ MUNICIPALIDAD DE SAN FERNANADO Y OT. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS. Causa nro 102.476 del 24 de abril del 2007. RSD 73 del 2007. 4-5-  ID: 333

…Ello indica, sin lugar a duda alguna, que más allá del tema vinculado a la actividad organizativa de las competencias, es lo cierto que la reglamentación bajo la cual se llevaba a cabo la “final provincial” ponía a cargo de un organismo municipal el ejercicio de las funciones propias de la guarda, o sea el cuidado y vigilancia de los menores tanto en el desarrollo de las competencias como en el resto de las actividades, y tal rol debía ser ejercido desde que el contingente saliera del lugar de origen hasta el regreso al mismo (art. 1115 del C. Civil; Cám. 2ª Civ. Y Com. de La Plata, Sala 3ª, 16.3.2000., RSD 41/2000, “Ponce, José G. y/ots. c/Provincia de Buenos Aires y otros s/daños y perjuicios"”, publicado en Rev. de Derecho de Daños 2002-2 “Menor dañino y Menor dañado”, Rubinzal Culzoni, pág. 386, y en JUBA sum. B 353016). 

PASETTO DANIEL G. Y OT. C/ MUNICIPALIDAD DE SAN FERNANADO Y OT. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS. Causa nro 102.476 del 24 de abril del 2007. RSD 73 del 2007. 4-5-  ID: 333

…En efecto; es responsable el que observa una conducta que entraña una falta del deber de actuar con la diligencia y precaución que hubiera observado una persona cuidadosa, de acuerdo a las circunstancias de persona, tiempo y lugar ( art. 512 del Cód. Civil; S.C.B.A., Ac. 45.506 del 11-8-92, “Issler, Carlos Alberto c/Provincia de Buenos Aires”). Así entonces habrá culpa, por la que habrá de responder la demandada, si ha habido omisión de aquellas diligencias que exigiere la naturaleza de la obligación y que correspondiesen a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar; omisión de la conducta debida por la que se hubiera podido prever o evitar el hecho que ha dado origen a esta causa (S.C.B.A., Ac. 45.506 ya citado; causa 31.702 del 22-12-87, 73.398 del 12-3-98). 

PASETTO DANIEL G. Y OT. C/ MUNICIPALIDAD DE SAN FERNANADO Y OT. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS. Causa nro 102.476 del 24 de abril del 2007. RSD 73 del 2007. 4-5-  ID: 333

…Pero tal declaración formulada en la denuncia no constituye confesión del denunciante como se pretende. En efecto; denuncia es el acto jurídico mediante el cual se pone en conocimiento de un funcionario competente la comisión de un hecho delictuoso sujeto a la acción pública . No es suficiente como confesión extrajudicial, esto es, para que la parte a quien tal declaración beneficia quede relevada de producir otra prueba, en los términos del art. 423 del CPCC., porque no fue hecha frente a la parte contraria o a quien la represente . De ahí que, aunque cuenta con el soporte de un instrumento público, de plena fe en cuanto a su materialidad (art. 979 inc. 2º del C.C.), no es probatio probatissima contra el declarante, conservando una fuerza de convicción residual, a corroborar por otros elementos de prueba . 

PASETTO DANIEL G. Y OT. C/ MUNICIPALIDAD DE SAN FERNANADO Y OT. S/ DAÑOS Y PERJUICIOS. Causa nro 102.476 del 24 de abril del 2007. RSD 73 del 2007. 4-5-  ID: 333

X. Responsabilidad de Estado por omisión

14. Normativa aplicable

ESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR OMISION

Encuadre juridico de este tipo de responsabilidad. Por ello, en razón de lo normado por el art. 16 del Cód. Civil  su tratamiento básico debe efectuarse recurriendo a la norma del art. 1074 del Cód. Civil.

SCBA, 11/4/2007, Acuña, Luis E. c/Rosano Mariano s/ds. Y ps., en Lexis Nexis uenos Aires n° 12 /2007, p. 1402.

Ha resuelto la Suprema Corte de esta Provincia que los asuntos relativos a la responsabilidad por omisión del Estado eran considerados ajenos a la competencia contencioso administrativa por sustentarse en las normas del Código Civil y no en la lesión de alguna situación administrativa preexistente, por lo que atribuía su conocimiento a la justicia ordinaria; pero que tal situación ha variado con posterioridad a la sanción de la cláusula constitucional que atribuye competencia al fuero especializado cuando el caso se origine en el ejercicio de funciones administrativas (art. 166 de la Constitución de la Provincia; SCBA. B 68.001, 8.9.04., “Mozcuzza, Carolina c/Instituto Superior Gral. Pueyrredón SRL y/o s/daños y perjuicios, conflicto de competencia art. 7 inc. 1º ley 12.008”). 
Causa 107.880 del 28-5-09 RSI: 196/09 “Retta c/ MSI s/ ds. Y ps.” Krause-SolánID: 4591

15. Poder de policia de seguridad. Daño ocasionado por animal

16. Falta de cuidado de detenido

XI. Responsabilidad del Estado por daño ambiental

17. Indemnización

XII. Responsabilidad del Estado por incumplimiento de los Tratados internacionales sobre Derechos Humanos

XIII. Responsabilidad de Estado por denegación de justicia

La detención y el sometimiento a un proceso penal durante más de ocho meses poseen magnitud suficiente como para tener por acaecido el daño moral, más cuando aquellas conductas administrativas y judiciales irregulares no fueron el resultado mediato de una situación sospechosa en la que el actor se hubiera colocado

CA0100 MP, R 361 RSD-260-8 S 23-9-2008 Sosa, José Luis c/ Poder Ejecutivo s/ Pretensión indemnizatoria B3700174

XIV. Responsabilidad extracontractual del Estado

18.Responsabilidad médica. Derecho Público.

La relación del Estado a través del hospital público con el paciente y la relación médico-paciente, se desenvuelven en el marco del derecho público –derecho constitucional y/o administrativo-, y, consecuentemente, la responsabilidad se encuadra en el régimen extracontractual. Siendo así, el curso de los intereses a que se refiere el art. 622 del C. Civil no se condiciona a la constitución en mora, porque élla, regulada por el art. 509 del mismo código, se reserva a las obligaciones de fuente contractual, siendo entonces ajena a aquél. En consecuencia, la accesoria no es moratoria sino compensatoria del retardo en la indemnización integral, por lo que se la adeuda desde el día en que el daño se produjera. 
Causa 98.520 del 21-9-06 RSD: 214/06 “Corbacho c/ Vernengo s/ ds. y ps.”  ID: 2566

19. Responsabilidad del Estado por deficiente prestación médica. Pautas para su determinación

La obligación de reparar el daño causado nace en estos casos del defectuoso cumplimiento de uno de los deberes del Estado, cual es brindar asistencia médica a la población. En consecuencia, el vínculo que se establece entre éste a través del nosocomio estatal << y>>  el administrado, es de derecho constitucio-naladministrativo, mientras que la relación que se entabla entre el médico<< funcionario>>  público << y>>  el pacienteadmi-nistrado es de derecho administrativo << y/o>>  constitucional (arts. 75 incs. 19 << y>>  23, Constitución nacional << y>>  36.8 de la Constitución provincial).

SCBA, Ac. 86.304, sent. del 27X2004, "La Ley Buenos Aires", 2005, p. 43; . SCBA, C 101447 S 2-7-2010 Cortés, Susana Elsa c/ Hospital Interzonal de Agudos Dr. Pedro Fiorito y otro s/ Interrupción de la prescripción B27842

Es que los establecimientos públicos de salud se encuentran obligados constitucionalmente a organizar el servicio de salud << y>>  frente a un deficiente funcionamiento del mismo, el Estado responde directa << y>>  objetivamente, pues hace a su propia función << y>>  no a la actuación del profesional o dependiente. De tal modo, si el servicio no funcionó, funcionó mal o tardíamente, queda atrapada la responsabilidad del Estado, pues parte de una situación objetiva de falta o deficiente servicio que el Estado por mandato constitucional debe garantizar, pues justifica su propia existencia 

SCBA, Ac. 86.304, sent. del 27X2004, "La Ley Buenos Aires", 2005, p. 43; . SCBA, C 101447 S 2-7-2010 Cortés, Susana Elsa c/ Hospital Interzonal de Agudos Dr. Pedro Fiorito y otro s/ Interrupción de la prescripción B27842

XV. Responsabilidad contractual del Estado

20. caso de juegos de apuesta (carrera hípica).

La  responsabilidad  que el accionante endilga el Estado tiene origen en el contrato de apuesta (art. 2055 del Código Civil) que, por imperio de lo normado por el art. 2069 del ordenamiento civil, se encuentra regido "por las respectivas ordenanzas municipales o reglamentos de policía". El art. 37 de la Constitución provincial pone en cabeza del Estado provincial la titularidad de los "juegos de azar", en cuanto a su creación y  regulación. Se trata de una reserva de potestad pública relativa a la actividad del juego globalmente considerada, en aras de la finalidad social que manda a satisfacer mediante la afectación de las utilidades derivadas del referido quehacer lúdico.La explotación, administración << y>>  contralor de los juegos de azar en jurisdicción provincial se halla a cargo del Instituto Provincial de Loterías  y  Casinos, creado por decreto 1170/1992 , como una entidad autárquica de derecho público, en la órbita del Ministerio de Economía. Entre los considerandos de su creación se destaca la necesidad de determinación específica del destino de los fondos obtenidos con los juegos, "para asegurar el interés social" tenido en cuenta en la autorización de cada uno de ellos (consid. 3°, dec. cit.).

SCBA, causa C. 92.817,  18/8/2010, "Cabrio, José María contra Mancini, Mario Arnaldo  y  Provincia de Buenos Aires. Daños  y  perjuicios". B33414

Por Disposición 1716/1991 el ente provincial autorizó a la Empresa Hípica Argentina S.A. concesionaria del Hipódromo de La Plata de acuerdo a la ley provincial 10.040 a poner en funcionamiento la apuesta denominada Turf 6, explotación que debe ajustarse al reglamento aprobado como Anexo 1 de la citada Disposición 1716/1991.  Existe, pues, un vínculo entre el particular apostador y  la autoridad administrativa provincial que concierne a una actividad cuya organización y  control son de exclusiva iniciativa y  titularidad públicas, para allegar fondos destinados a la satisfacción de necesidades colectivas. Dicho vínculo se regula, en lo esencial, por prescripciones del derecho público, a las que, incluso, remite el Código Civil. Bajo tales premisas, no cabe predicar la condición jurídicoprivada de la relación jurídica en cuyo seno se ha desencadenado el conflicto bajo estudio, pues: el vínculo y  su objeto negocial no son propios de un contrato entre particulares (arg. art. 953 del Cód. Civil) y  las normas sobre las que aquél descansa no pertenecen al derecho común, sino al derecho administrativo. Lo expuesto es consistente y  encuentra apoyo en la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En casos en los que se reclamaba el cobro de premios derivados de juegos de azar administrados por los estados  locales, el citado tribunal ha sostenido que la actividad se desenvuelve en el marco del derecho administrativo, juzgando admisible por tal naturaleza pública, la existencia en la reglamentación de los juegos de cláusulas exorbitantes del derecho privado

SCBA, causa C. 92.817,  18/8/2010, "Cabrio, José María contra Mancini, Mario Arnaldo  y  Provincia de Buenos Aires. Daños  y  perjuicios". B33414

En sustento de tal aseveración se invocó lo resuelto por esta Suprema Corte in re "Díaz c/Fisco de la Provincia de Buenos Aires", Ac. 48.693. Empero, en dicho precedente se atribuyó responsabilidad  con sustento en una falta concreta imputable a la Dirección de Lotería que había recibido la tarjeta jugada por el apostador omitiendo su procesamiento en el sistema computarizado, sin justificar de modo alguno la razón de tal omisión, circunstancias que no concurren en el sub examine. En la especie, las tarjetas jugadas sí fueron ingresadas al sistema, surgiendo la disputa a raíz de que los números en ella consignados resultan divergentes de los que portan los talones que quedaran en poder del apostador, sin que se arrimaran elementos de convicción que permitan dilucidar si medió un error concreto imputable a título de culpa al Estado provincial que habilite la responsabilidad  por incumplimiento culposo que se le atribuye en la demanda.

SCBA, causa C. 92.817,  18/8/2010, "Cabrio, José María contra Mancini, Mario Arnaldo  y  Provincia de Buenos Aires. Daños  y  perjuicios". B33414

21.Responsabilidad del Estado frente a la del agenciero

Las normas de aplicación al caso otorgan valor a las matrices destinadas al proceso de computación (arts. 4  y  27 del reglamento), a los fines de la determinación de las tarjetas premiadas. La administración ajustó su proceder de acuerdo a tales prescripciones, al negar el pago de los premios reclamados por el actor, no siendo en principio el Estado provincial responsable por los eventuales incumplimientos atribuibles al agenciero (art. 31 del reglamento). Por fin, no se ha demostrado en la especie un incumplimiento concreto imputable al Estado provincial a titulo de culpa que justifique la responsabilidad afirmada por el accionante, que de tal modo queda privada de todo sustento.
c. Excluida la  responsabilidad  estatal

SCBA, causa C. 92.817,  18/8/2010, "Cabrio, José María contra Mancini, Mario Arnaldo y  Provincia de Buenos Aires. Daños  y  perjuicios". B33414

22.  Responsabilidad por ser propietario del Hipódromo

Siendo el Estado Provincial el propietario del inmueble, de las instalaciones y de los instrumentos del juego por apuestas del Hipódromo de La Plata, aquél sin duda posee amplias atribuciones para regular y reglamentar todos los aspectos de la actividad hípica que allí se cumple, con facultades de organización, dirección y supervisión de las personas, animales y cosas que en ese ámbito se desempeñan o están situados, lo cual acontece no sólo durante el desarrollo en sí de las carreras programadas para cada reunión, sino también, durante los tiempos previos y posteriores a dichas competencias.

CC0101 LP 250234 RSD-20-10 S 11-3-2010 DEL VECCHIO, Miriam E. c/ FISCO de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios B102147

XVI. Responsabilidad del Municipio

23.Por daño en la vía pública a peatón

Existen dos guardianes de las veredas (entendiendo como guardián aquel que posee la facultad de control, dirección, custodia o vigilancia sobre la cosa): la Municipalidad y el propietario frentista. Al respecto es dable destacar que es atribución inherente al régimen municipal tener a su cargo la vialidad pública en términos de bienestar general (art. 192 inc. 4º de la Constitución). Y ha declarado el supremo tribunal federal que la Municipalidad, por su calidad de propietaria de las calles destinadas al uso del dominio público, tiene la obligación de asegurar que tengan un mínimo y razonable estado de conservación . El daño, pues, que padece un peatón y que reconoce causa adecuada en el riesgo de la cosa, hace responsable al guardián jurídico de ella (art. 1113 del C.C.), lo que no excluye a los bienes del dominio público.
SALA 2, Machado Stella Maris c/ Municipalidad de San Fernando y ot s/ Daños y Perjuicios .Causa nro 102.989 del 5 de junio del 2007 RSD 110 del 2007. Orden 4-5. ID: 114

24.Por daño en la acera pública

Entre las “cosas” que pueden dañar por su riesgo o vicio, cabe distinguir las que están en movimiento por influjo de una fuerza (propia o exterior), de las inertes o inactivas, por naturaleza destinadas a la inmovilidad. Así por ejemplo, una capa asfáltica en desnivel, un piso resbaladizo, un pozo, una escalera, una pared, un árbol, etc.. Es atribución inherente al régimen municipal tener a su cargo la vialidad pública en términos de bienestar general (art. 192 inc. 4º de la Constitución). Y ha declarado el supremo Tribunal federal que la municipalidad, por su calidad de propietaria de las calles destinadas al uso del dominio público, tiene la obligación de asegurar que tengan un mínimo y razonable estado de conservación. Una acera de uso público puede tornarse en cosa riesgosa sea por vicio propio o por el mal estado de conservación. El daño que padece un peatón y que reconoce causa adecuada en el riesgo de esa cosa, pero no en un caso fortuito ni en la culpa de la víctima, ni en el hecho de un tercero que el municipio no pudiera prever, hace responsable al guardián jurídico de la cosa (art. 1113 del C. Civil), lo que no excluye a los bienes del dominio público (art. 2340 inc. 7 mo. Del C.Civ.,). 
“Bustos y Castiñeiras Norma B. C/ Municipalidad de la Ciudad de Pilar s/ Daños y Perjuicios”. Causa nro 104.574 del 8 de abril del 2008. RSD 41 del 2008. orden 4-5. ID: 4348

Una acera de uso público puede tornarse en una cosa riesgosa, sea por vicio propio, sea por el mal estado de conservación. El daño que padece un peatón y que reconoce causa adecuada en el riesgo de esa cosa, pero no en un caso fortuito ni en culpa de la víctima -no probados en el caso- ni en el hecho de un tercero que el municipio no pudiera prever, hace responsable al guardián jurídico de la cosa (art. 1113 del C. Civil), lo que no excluye a los bienes del dominio público.

causa 101.591 del 27-2-07 RSD: 29/07 “Vega c/ MSI s/ ds. y ps.” ID: 3298

25.Por omitir señalamiento de lugar peligroso en la vía pública

Conforme al art. 192 de la Constitución de nuestro Estado, la vialidad pública es atribución inherente al régimen municipal (inc. 4º). Por ello, cada municipio, sobre los caminos que lo atraviesan y son de su dominio (art. 2340 inc. 7º del C. Civil), tiene a su cargo el poder de policía, o sea, aquella porción del poder estatal con -entre otros objetos- el de proteger la seguridad pública.  La Corte Suprema Nacional tiene dicho que el uso y goce de los bienes de dominio público por parte de los particulares importa para el estado -considerado lato sensu- la obligación de colocar sus bienes en condiciones de ser utilizados sin riesgos. En armonía con tal directriz, ha decidido el Pretorio que la municipalidad responde por los daños y perjuicios ocasionados en un accidente por haber omitido el señalamiento en un lugar peligroso, atento a su obligación de velar por la seguridad en las calles y caminos sometidos a su jurisdicción

Causa 95.339 del 7-10-04 RSD: 230/04 “PANICO, Sergio c/Aguas Argentinas S.A. y otros s/daños y perjuicios” ID: 3314

26. Por árbol caído en la vía pública

Si la cosa cuyo riesgo o vicio produjo el daño se encontraba en la vía pública y en tanto el arbolado urbano forma parte del dominio público del Estado y se encuentra bajo la guarda de la Municipalidad, es ésta el factor de imputación jurídica para que aquélla responda por el perjuicio ocasionado en la órbita del art. 1113 del C.Civil, pues era su deber mantener en condiciones los espacios verdes públicos del partido de San Isidro para evitar perjuicios a terceros, tanto dentro de las funciones de policía que le atañen cuanto por ser la vía pública parte del dominio público del Estado

Causa  71.146 del 22-6-2004 RSD: 148/04 “Torello c/ M.S.I. s/ ds. y ps ID: 1500

27. Por secuestro de un depósito de dinero

El art. 2185 del C. Civil establece que las disposiciones referentes a los efectos del depósito – depósito regular, puesto que de lo que se trata es de reintegrar la misma cosa depositada – se aplican subsidiariamente a los depósitos judiciales y, agrego que atendiendo a la naturaleza del acto, deben aplicarse asimismo a los depósitos de cosas en virtud de normas de la autoridad administrativa. 

Ello no implica modificar la naturaleza jurídica de cualquiera de esos actos – cuyo origen nunca es contractual sino que emanan de la autoridad del Estado en cualquiera de sus manifestaciones – sino resolver que en cuanto sea compatible debe aplicarse el régimen de responsabilidad civil ante un incumplimiento y esa responsabilidad será de orden subjetivo . Son inherentes al contrato de depósito las obligaciones de guarda y custodia de la cosa y de restitución de la misma. Las obligaciones del depositario están enunciadas fundamentalmente en los arts. 2202 y 2210 del C. Civ., que le imponen la de conservar la cosa, poniendo las mismas diligencias que en la conservación de las suyas propias y restituirla en su mismo estado exterior, con todos sus accesorios, sin responder por los deterioros que hubiese sufrido sin su culpa, lo que implica la obligación de responder por aquellos producidos por su negligencia ( art. 512 del C. Civ., 2). Estas obligaciones nacen también para el Estado – en cualquiera de sus formas – cuando la cosa de un particular le ha sido secuestrada y depositada bajo su guarda, sin que ello implique cuestionar la legitimidad del secuestro. Debe preservarse la posibilidad de que el Estado realice con las menores cortapisas aquellas actividades indelegables y de beneficio para el bien común. Pero ello no significa que no deba resarcir los daños que ocasione. La actividad debe suponerse orientada a un mejoramiento de las condiciones de vida de los ciudadanos, entre los que deben también contarse a aquellos que aparecen como afectados. 

Sala 2,“ Boleslavsky, Gustavo Javier c/ Municipalidad de Tigre s/ daños y perjuicios” Causa n° 108.108 rsd. 154/09 del 12.11.09 (Cabrera de Carraza-Bialade).ID: 5265

28. Por defectuosa atención de salud

29. Responsabilidad del municipio y no del estado provincial

Responsabilidad del municipio y no del estado provincial

No se encuentra discutido que el lugar del hecho se encuentra bajo la égida municipal, pues, conforme al art. 2340 inc. 7º del C.Civil, las calles plazas, caminos, canales, puentes y cualquier otra obra pública construida para utilidad o comodidad común, es atribución inherente al régimen municipal tener a su cargo la vialidad pública en términos de bienestar general (art. 192 inc. 4º de la Constitución). La actora no fundó porque le atribuyó responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires ; ni alegó u acreditó, que se hubieren hecho obras o trabajos en el lugar que se encontrasen a cargo de la Provincia demandada. 

Machado Stella Maris c/ Municipalidad de San Fernanado y ot s/ Daños y Perjuicios .Causa nro 102.989 del 5 de junio del 2007 RSD 110 del 2007. Orden 4-5. ID: 115

XVII. Responsabilidad del Estado provincial

30. Por daños ocasionados por un policía fuera de servicio con un arma reglamentaria

La reglamentación que impone al gente de policía  la permanente portación del arma que la repartición puso en sus manos para atender a episodios de desórdenes o gerentes similares que pudieran darse en su presencia, aún no encontrándose en ejercicio de sus funciones, constituye la nota de la facilitación del hecho y demuestra que el acto fue efectuado con motivo de su incumbencia, porque el referido deber es el vínculo de causalidad del perjuicio que provocó. 

SCBA, 11/4/2007, Acuña, Luis E. c/Rosano Mariano s/ds. Y ps., en Lexis Nexis Buenos Aires n° 09/2008, p. 1010.

XVIII. Responsabilidad del funcionario público

31.Pautas para determinarlo

32. Normativa: arts. 1112 y 1113 del Cód. Civil

XIX. Ejecución de sentencias contra el Estado

33.embargo

El embargo constituye un trámite procesal insoslayable del procedimiento de ejecución de sentencias (art. 500 del Código de rito), y la presión contenida en el art. 1 de la ley 25.973 -en tanto hace extensivo a las Municipalidades el beneficio contemplado por los arts. 19 y 20 de la ley 24.624- no significa una suerte de autorización al Estado para no cumplir las sentencias judiciales, desde que ello importaría colocarlo fuera del orden jurídico (arts. 185, 242, 246, 270, 506 del CPCC). 

CC0001 QL 11260 RSI-246-8 I 3-12-2008Marini, Carlos Alberto c/ Municipalidad de Quilmes s/ Ejecución de honorarios B2904277

34. Las leyes de consolidación

35. Ley 11.192

la ley 11.192 constituye una norma calificada como de «orden público», que no deja gran resquicio para la prosperabilidad de una alegación de derechos irrevocablemente adquiridos en su contra (cfr. art. 20, ley cit.). En tal condición se ha apoyado esta Corte para enfatizar la imperatividad de dicho régimen legal (cfr. doct. causas L. 56.394, "Barrichi", sent. de 28-XII-1995; L. 56.334 "Giménez", sent. de 12XII1995; L. 56.501, "Morvillo", sent. de 28-V-1996; Ac. 53.897, "Industrias Manzini S.A.C.I.A.", sent. de 11VI1998; Ac. 65.492, "Ruiz", sent. de 24-VIII-1999, en conc. causas L. 55.231, "Torche", sent. de 27XII1994; Ac. 59.935, "Bonjour", sent. de 10-III-1998), como modalidad específica, aplicable por principio a todo el pasivo estatal (cfr. doct. causas Ac. 53.644, "Bake S.A.", sent. de 11VI1998; Ac. 73.520, "Lebrún", sent. de 7-II-2001).  De otro lado, a la hora de evaluar la constitucionalidad del señalado sistema instituido por el legislador, la Corte la ha refrendado (cfr. doctr. causas B. 55.600, "Martino de Cherensco", sent. de 12VIII1997; L. 79.751, "Benítez", por mayoría, sent. de 23-XII-2002). Fuera de los supuestos de expropiación (cfr. doct. causas Ac. 53.946 "Indutec S.A.", sent. de 20II1996; Ac. 60.126, "Nusafe S.A.", sent. de 22-XII-1998; Ac. 65.621, "Guardia", sent. de 3XI1999) su inaplicabilidad ha quedado confinada a hipótesis singulares. Sólo ante ellas se ha exceptuado el régimen de consolidación de pasivos, con el objeto de prevenir un gravamen muy severo al titular del crédito, en el entendimiento que diferir el pago provocaba un daño irreparable (cfr. causas Ac. 83.679, "B., A. c/H.I.E.M.", sent. de 28-VIII-2002; Ac. 72.952, "Bajinay", sent. de 2X2002). 
SCBA, causa B. 52.902, 23/11/05,  "Vispo, Luis Alberto contra Provincia de Buenos Aires (P. Ejecutivo). Demanda contencioso administrativa". B91942

Frente a los variados supuestos que se han planteado en la experiencia jurídica, el Tribunal no ha opuesto mayores reparos a la aplicación de esta normativa emanada de la Legislatura, órgano principalmente habilitado para establecer limitaciones al ejercicio de los derechos constitucionales  y  fijar las bases e instrumentos necesarios a fin de conjurar situaciones de emergencia pública (arts. 5, 14, 28 y concs., C.N.) como las que, lamentablemente, han caracterizado los últimos años de la vida social en el país; criterio, por lo demás, congruente con la directiva hermenéutica que impone dar pleno efecto a la intención del legislador El art. 163 de la Constitución, bajo la forma de una atribución jurisdiccional, que emerge del imperium propio del cometido de los jueces, refleja, al mismo tiempo, una extensión del control judicial sobre el poder administrador aunque el texto constitucional alude genéricamente al «obligado» y  una particularización del estándar de «eficacia» inherente a la tutela judicial (art. 15, Const. Pcial.), a fin de que aquel órgano público no eluda el cumplimiento del mandato expreso contenido en las  sentencias  dictadas en las causas contencioso administrativas. el referido art. 163 de la Constitución procura evitar que el acatamiento de las sentencias  de los tribunales de justicia quede librado "al arbitrio de la autoridad administrativa" vencida en los procesos, cuestión que difiere de aquellas otras dilaciones que, lejos de originarse en una decisión puntual de la autoridad obligada, provienen de una "norma expresa  y  general emanada de la legislatura" con arreglo a la cual ha de obrar el Poder Ejecutivo al proceder a la inversión de la renta pública (arts. 103 incs. 2 y  13; 144 inc. 9º, Const. pcial.).De allí que el enunciado constitucional, en cuanto atiende a un supuesto diferente, no impida al Legislador regular la aplicación de unas medidas generales  y  razonables, para superar los efectos de situaciones de grave emergencia económicofinanciera, que acoten la ejecución puntual de las  sentencias  de condena dinerarias. En un marco de emergencia pública que, supuesta su real configuración, habilita la adopción de instrumentos excepcionales  y  limitados en el tiempo que limiten el ejercicio de los derechos subjetivos tal cual se hallan consagrados en períodos de el cumplimiento por el Estado lato sensu de una  sentencia  dictada en una causa contencioso administrativa que reconoce derechos patrimoniales como los reclamados en autos, admite una regulación legislativa como la estatuida por la ley 11.192, sin que ello vacíe de contenido la actuación de la potestad conferida por el art. 163 de la Constitución provincial. Esa grave perturbación financiera justifica la norma emanada del órgano legislativo por ser la voluntad popular la fuente de su poder y  el nutriente de su conformación estructural y  su aptitud para modelar una potestad jurisdiccional como la prevista en el ya citado precepto de la Constitución provincial.

SCBA, causa B. 52.902, 23/11/05,  "Vispo, Luis Alberto contra Provincia de Buenos Aires (P. Ejecutivo). Demanda contencioso administrativa". B91942

36. Ley 11.756

El sometimiento de la deuda al régimen de la ley 11.756 opera de pleno derecho. El procedimiento previsto en el art. 7 de la ley 11.756 es el cauce adjetivo definido para hacer viable el reclamo, manifestar la intención de cobro y acreditar el reconocimiento definitivo de la deuda. Por su conducto se materializa la opción que corresponde al acreedor en lo relativo al pago en efectivo sujeto a un plazo de espera regido por el orden cronológico (arts. 8 y 9) o bien la entrega de certificados de cancelación de deuda municipal (arts. 11 y 12). Mas tal procedimiento no ha de tener una significación relevante en punto a la aplicación del sistema pues ello deviene de los alcances previstos por el art. 2. 

SCBA, A 69211 S 7-7-2010 Peiteado, Eduardo R. c/ Municipalidad de la Costa s/ Reconocimiento y restablecimiento de derechos  B96840

Si el crédito estuvo alcanzado por las disposiciones de la ley 11.756 el interés a aplicar resulta el equivalente a la tasa promedio de la Caja de Ahorro Común que publique el Banco Central de la República Argentina capitalizable mensualmente a partir de la vigencia del citado cuerpo normativo hasta el efectivo pago (arts. 7, 12 y sigtes., ley cit.). 

SCBA, A 69211 S 7-7-2010 Peiteado, Eduardo R. c/ Municipalidad de la Costa s/ Reconocimiento y restablecimiento de derechos  B96838

37. Constitucionalidad de la ley 11.756. Deudas municipales

La Suprema Corte ha dicho que a la ley 11.756, de similar redacción a la ley 11.192, son aplicables los mismos principios desarrollados en orden a su constitucionalidad (SCBA L. 66.645 S-18.8.98). También declaró, concretamente, que la norma mencionada no es inconstitucional y que es de orden público (SCBA L. 66.146 S. 7.7.98; L. 73.167 del 7.6.00). Tal criterio impone la respuesta negativa a la cuestión planteada, atento a lo dispuesto por el art. 161 inc. 3º, párr. "a" de la Constitución y al deber moral de adecuar las decisiones de este Tribunal a las de la Suprema Corte, cuando éstas son reiteradas y de sentido unívoco, porque en virtud de estas notas revisten, evidentemente, el carácter de doctrina legal (MORELLO y otros, "Códigos...", 2ª ed., vol.III, pág. 495; causa 91.237 del 12/12/2002). 

En sentido concordante a la constitucionalidad se ha expedido la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos "Radiodifusora Buenos Aires S.A. c/Formosa, Provincia de. s/Cobro de Australes", causa 45.971 del 5.7.97, y en autos "Hagelin, Ragnar c/P.Ejecutivo.Nacional s/Juicio de conocimiento" -causa 45.782 del 22.12.93-, al establecer que la aplicación del sistema de consolidación de deudas no priva al demandante del resarcimiento patrimonial declarado en la sentencia, sino que sólo suspende temporalmente la percepción íntegra de las sumas adeudadas, por lo que ello obsta a la declaración de inconstitucionalidad. 

La ley provincial 11.756, establece entonces, en sus arts. 2° a 4° quiénes son los sujetos y cuáles los supuestos a que la ley se aplica o refiere, mencionando asimismo, las situaciones que exceden de su marco regulatorio. 

Ninguna de las excepciones regladas por esta ley, como las mencionadas en su decreto reglamentario 690/96, se refiere a la ejecución de deudas nacidas de la responsabilidad médica -como es el caso de autos-, por ello la norma es aplicable al caso y tiene, a partir de su art. 5° (v. también art. 5º del decreto reglamentario), un mecanismo específico para perseguir el cobro de lo debido y al que la accionante deberá ajustarse (causa 76.389 r.i. 682/99 en lo pertinente). 

En el caso: este Tribunal no desconoce la existencia de precedentes de la Suprema Corte (L. 65.137 S. 24.3.98 y L. 67.137 S. 3.3.98) donde, valorándose las circunstancias de hecho, especialmente, el alcance de la incapacidad resultante de las víctimas, se declaró inaplicable al caso concreto la ley en cuestión, pero no surge de autos, ni ha sido invocado, que en relación a la actora, las consecuencias de la aplicación de esta norma, resulten asimilables a las concretamente evaluadas por el Pretorio en tales oportunidades, para concluir en la inaplicabilidad de la ley 11.756. 

Causa n. 88.871 r.i. 1242 del 17-12-02 “Cattaneo Noemí c/ Munic. de Pilar s/ daños y perjuicios”ID: 2051

38. La ley 10.235 y 25.973

La ley 10235 establece el régimen general para el cumplimiento de las sentencias judiciales que condenen a la Provincia o a sus municipalidades al pago de sumas de dinero. Según ella tales sentencias tendrán efecto declarativo durante el ejercicio del año en que fueron dictadas y en el subsiguiente, con cargo para la entidad condenada de prever en este segundo ejercicio la partida para hacer efectivo el pago; de no hacerlo y vencido este último, la sentencia se torna ejecutoria (arts. 3 y 4 ley 10235). De igual modo quedan excluidas de ese régimen de excepción las sentencias condenatorias derivadas de la responsabilidad extracontractual (art. 2). La inembargabilidad de los fondos municipales -lo que equivale al efecto meramente declarativo de los fallos que condenan a pagar- dispuesto por el art. 229 de la Ley Orgánica de las Municipalidades, debe interpretarse en correlación con el régimen descripto y dentro del mismo, con lo cual tal inembargabilidad se mantiene durante los dos ejercicios al que él alude, quedando expedita la vía de la ejecución forzosa si vencidos aquéllos la obligación permanece incumplida, siendo esta ejecutoriedad inmediata si lo embargado es un fondo superavitario o el crédito que se manda pagar está relacionado con el servicio público a que los fondos que se embargan están afectados. 

CC0002 SM 55052 RSD-139-5 S 21-4-2005 Tapia, Adriana de las Mercedes c/ Hamoud, Amado y otros s/ Daños y perjuicios B2003393

La ley 10.235 establece en cuanto a las condiciones de su aplicación, en el art. 1°, el régimen general para el cumplimiento de las  sentencias  judiciales que condenen a la Provincia o a sus municipalidades al pago de sumas de dinero. Según ella tales sentencias tendrán efecto declarativo. Pero de igual modo fija que de ese régimen de excepción quedan excluidas las sentencias  condenatorias derivadas de la responsabilidad extracontractual (art. 2), supuesto que se presenta en estos autos, lo que no fuera advertido por la instancia de origen al dictar la resolución de fs. 35.-  Que como quiera que al plantearse una revocatoria se deben expresar los yerros de la resolución que se impugna, tal como lo sostiene el quejoso se quebranta la garantía del debido proceso si al ser resuelta la misma el juzgador introduce –como aquí lo hiciera- un nuevo fundamento que no podrá ya ser rebatido por el afectado (arts. 240, 241, Código Procesal).Mas sin perjuicio de ello, cabe señalar que la previsión contenida en el art. 1° de la ley 25973 no significa una suerte de autorización al Estado Provincial o, en el caso que nos ocupa a los Municipios, para no cumplir las sentencias  judiciales, pues importaría colocarlo fuera del orden. Por todo lo expuesto es que y  constituyendo el embargo un trámite procesal insoslayable del procedimiento de ejecución de las sentencias  (art. 500 del Cgo. Procesal), debe revocarse la resolución de fs. 35  y  decretarse el embargo solicitado por el actor conforme surge del escrito cuya copia obra a fs. 30.

CC0201 LP 107748 RSI-234-7 I 25-9-2007, “SILVERT VERONICA FABIANA  C/ MUNICIPALIDAD DE ROQUE PEREZ S/INCIDENTE” (Causa: 107.748). B256619

39. Las leyes 12.727; 12.774 y 13.002

La ley 12.727 declaró en estado de emergencia administrativa, económica y financiera al Estado provincial por el término de un año (arts. 1° y 2° de dicho cuerpo legal), régimen que sufrió sucesivas prórrogas en virtud de lo dispuesto por los arts. 3° de la ley 12.774 y 1° del decreto 1465/02 y, finalmente, por el art. 51 de la ley 13.002, que establece una nueva continuación hasta el 31 de diciembre del corriente año. Por su parte, la primigenia ley 12.727 dispuso, en su artículo 6°, la suspensión, por el plazo de ciento ochenta (180) días, de todos los trámites de ejecución de sentencias judiciales que condenaran al Estado provincial al pago de sumas de dinero y que, vencido dicho plazo, "el cobro del crédito resultante de la sentencia de que se trate se ajustará a las normas aplicables o a las que se dicten a ese efecto". En ese orden, sin perjuicio de las posteriores normas que fueran sancionadas al calor de la emergencia declarada, siendo que no se ha dispuesto una nueva suspensión, aparece sin fundamento en derecho la decretada en el presente proceso de ejecución de honorarios profesionales con pie en la prórroga de aquel régimen de emergencia, establecida por el art. 51 de la ley 13.002. 

CC0001 QL 6301 RSI-192-3 I 12-8-2003Camicia Pablo Alberto s/ Incidente de Ejecución de Honorarios B2901914

Las notas distintivas del régimen normativo de la ley 12.774 de consolidación de la deuda pública, como así también su decreto reglamentario 1501/2002, provocan mayores restricciones a los derechos de los acreedores que las establecidas por su similar ordenamiento nacional; razón por lo cual corresponde declarar la inconstitucionalidad de la ley 12.774 y su inaplicabilidad al caso (arts. 14 bis y 17, Const. nac., 10, 31, 39 inc. 3 y 57, Constitución de la Provincia), desestimando de esta forma la aplicación de la tasa legal establecida en ella. 

SCBA, C 105715 S 11-8-2010Felisoni, Lidia Carmen c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Daños y perjuicios B33364

40. La ley 12.836 (con las leyes 13.436 y 13.929).

La Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos "Mochi, Ermanno y otra c/Buenos Aires, Provincia de s/daños y perjuicios" del 26 de febrero de 2008 decidió que la Ley 12.836 de nuestra Provincia llamada de "Emergencia administrativa, económica y financiera” la cual establece un régimen de consolidación de deudas anteriores al 30/11/2001, a cargo del Estado Provincial  la cual ha sido reformada por la Ley 13.436,  no han superado totalmente los obstáculos puestos de manifiesto en su precedente "Vergnano de Rodríguez" (Fallos 327:4668) para que el pago de los créditos sometidos al régimen legal de consolidación de deudas provinciales actualmente vigente pudiera ser efectuado en dicho marco. Dicho Tribunal ha dicho que los Estados provinciales pueden invocar y hacer valer las leyes de consolidación que dictan sobre la base de la facultad que les confiriera el art. 19 de la ley nacional 23.982, en virtud de la remisión efectuada por el art. 13 de la ley 25.344, pero se ha preocupado en aclarar que dicha aplicación es posible en la medida en que las normas legales que se invocan, y los actos que se realizan en consecuencia, se ajusten a las previsiones contenidas en la ley nacional, sin presentar conflicto con el art. 31 de la Constitución Nacional. Por ello si bien las provincias pueden consolidar las obligaciones a su cargo que reúnan las condiciones establecidas en el art. 1 de la ley 23.982, ello será posible en la medida que las normas legales locales respectivas no introduzcan mayores restricciones a los derechos de los acreedores que las establecidas por la legislación nacional respecto de las deudas del sector público nacional (conf. art. 19, ley 23.982). Así la Corte Suprema analizó la normativa local (ley 12.836 reformada por la ley 13.436, B.O. del 19-I-2006) y concluyó que la misma aun contiene condiciones más gravosas que las previstas por la legislación nacional (Consid. 3°, primer párrafo).

CCC. San Isidro, sala 1, 18/3/2009, "Monteros, Raúl c/ Municipalidad de Vicente López s/ Daños y Perjuicios”, causa n° 105.861 -inedito-

la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires recordó los conceptos vertidos en aquel fallo al decir que “Por un lado, mientras que la legislación nacional establece que las obligaciones que se cancelen en efectivo se atenderán con los recursos que al efecto disponga el Honorable Congreso de la Nación en la ley presupuestaria de cada año, siguiendo el orden de prelación y cronológico que se establecen en los arts. 7 y 8 de la ley 23.982, en un plazo máximo de dieciséis (16) años, para las deudas en general, contados a partir de la fecha de corte (arts. 1, ley 25.344 y 10 decreto reglamentario 1116/2000); en cambio, el régimen local no contempla el límite referido (v. art. 5 de la ley 13.436) de manera que, si eventualmente los recursos existentes no resultasen suficientes, podría extenderse más allá de lo previsto en la legislación nacional el plazo de cancelación de lo adeudado, agravando ilícitamente la situación del acreedor del fisco local (Consid. 3°, segundo párrafo). Por otro lado, señaló la Corte Suprema federal que la legislación local extiende más allá de lo permitido el comienzo del pago de la primera cuota de amortización de capital e intereses de los títulos públicos. Mientras que el plazo para el pago de tales servicios se computa a partir de la "fecha de emisión" que la ley local fija en el 30 de noviembre de 2001 (art. 4 inc. d del decreto 1578/2002), la nacional lo hace en el 1 de enero de 2000 (art. 24 inc. a, decreto 1116/2000), lo que importa -merced a la identidad del período de setenta y tres (73) meses de espera contemplado- que los acreedores del Fisco local comiencen a percibir la amortización del capital y los intereses en una fecha posterior -veintidós (22) meses después- a la establecida por la ley nacional (v. arts. 10, ley 13.436; 4 inc. g, decreto reglamentario 1578/2002 modificado por el art. 18 del decreto 577/2006; 15 y 16 de la ley nacional 25.344 y 24, decreto reglamentario 1116/2000; Consid. 3°, tercer y cuarto párrafos). Finalmente, agregó que si bien el art. 11 de la ley 13.436 modificó el art. 18 de la ley 12.836 en cuanto eliminó el límite de 15% del cálculo de los recursos de la Administración Central vigente al momento de emitir los títulos, lo cierto es que el decreto reglamentario mantiene dicha limitación (v. arts. 4 inc. f, decreto 1578/2002 y 18 y 19, decreto 577/2006; Consid. 3°, quinto párrafo).”

Conforme tal doctrina sentada por el máximo Tribunal nuestra Corte provincial sostuvo con voto del Dr. Pettigiani, que “considerando la innegable gravitación que -más allá de lo que pueda sostenerse sobre su eventual aptitud vinculatoria- cabe reconocerles en todo caso atento su ubicación en la cúspide del ordenamiento judicial (arts. 5, 108, 123 y 127, Const. Nacional), razones de celeridad y economía procesal me llevan a adoptar el criterio allí abrazado”, por lo cual se rechazó el recurso extraordinario interpuesto por el Fisco provincial contra una sentencia de un tribunal laboral que había declarado de oficio la inconstitucionalidad de la ley 12.836, aún con las modificaciones introducidas por la ley 13.436 (arg. art. 31, Constitución nacional)(causa L. 97.312, "Polizzi, Eduardo Alfredo contra E.S.E.B.A. S.A. Indemnización por enfermedad profesional", 10-10-08, fuente JUBA).

San Isidro, sala 1, 18/3/2009, "Monteros, Raúl c/ Municipalidad de Vicente López s/ Daños y Perjuicios”, causa n° 105.861 -inedito

La redacción actual de la ley 12836 (con las leyes 13.436 y 13929 que la complementan), ha superado las condiciones más gravosas que señalara en el precedente "Vergnano de Rodríguez" la Corte Suprema de Justicia de la Nación, respecto del ordenamiento nacional. Es decir, las objeciones de carácter constitucional para que el crédito del actor se adecue a las pautas de la referida ley 12.836 han desaparecido. Consecuentemente, ha de desestimarse el planteo de inconstitucionalidad de la ley 12.836. 

CC0201 LP 109977 RSD-39-10 S 8-4-2010, Ferraro, María Esther c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B257503

41. Oportunidad. Opera de pleno derecho

ley 12.836 de consolidación de deudas en la Provincia y calificada de emergencia económica, al igual que la ley 11.192 y otras, por su contenido y finalidad, es de orden público (SCBA Ac. N°56.350 S. del 20/2/96, en base de datos de JUBA; B49193 I 2.10.02., “Fabiano c/Pcia. Bs As s/incidente”, sum. JUBA B91099); y por ende, el sistema por ella instituido opera de pleno derecho, no siendo dable exigir al municipio accionado su oportuno pedimento (art. 20 del C. Civil), ni obsta a su aplicación la invocación de la cosa juzgada porque esta norma es revisora de ella, por razones de emergencia pública (conf. SCBA. Ac.55.231 S. del 27.12.94, 56.334 del 12.12.95 en JUBA; causas 85.056 r.i. 81/01; 91.858 r.i. 533/04). 
Causa nº 93.224 r.i. 617/04 del 29.7.04. “Sanguinetti, Mariano y/o c/Municipalidad de San Isidro s/daños y perjuicios” .

ID: 2054

42. Declaración de inconstitucionalidad de la ley 12.836

Ante las nuevas modificaciones introducidas por la ley 13.929, los artículos 54 a 57 de dicho cuerpo legal -vigentes desde el 1ø de enero de 2009 (art. 102 de dicha ley)- que modifican la ley 12.836, rectificaron finalmente al régimen adhesivo de consolidación de obligaciones provinciales con la regulada en el sistema nacional (ley 25.344). En ese sendero, el artículo 55 de la ley 13.929 expresamente excluye del régimen de consolidación a las obligaciones de causa o título previsional, mientras que los arts. 54 y 56 crean los dispositivos necesarios para evitar que los acreedores del régimen provincial se vean en situación más gravosa que los del régimen nacional, eliminando las demoras en el cobro que, respecto de los segundos, podrían sufrir los acreedores de obligaciones consolidadas bajo el régimen de la ley 12.836. En efecto, por el art. 54 -que incorpora un párrafo al art. 16 de la ley 12.836, modif. por la ley 13436- los pedidos de informes o requerimientos judiciales respecto al plazo en que se cumplirá cualquier obligación alcanzada por la consolidación, sea que el pago se realice mediante Bonos de Consolidación o mediante el Procedimiento de Pago en Efectivo, serán respondidos por el Poder Ejecutivo o cualquier ente deudor de esas obligaciones, indicando que ellas quedarán sujetas a los recursos que anualmente contenga la Ley de Presupuesto de la Administración Provincial, para hacer frente al pasivo consolidado al 30 de noviembre de 2001, en un plazo máximo de 170 meses contados a partir de la fecha indicada. Por su parte, el art. 56 incorpora al art. 10 de la ley 13.436 la autorización al Poder Ejecutivo de emitir Bonos de Consolidación con fecha 1ø de enero de 2000, de forma que el cronograma de amortización de los mismos finalice a los 16 años de esa fecha; y la facultad a los acreedores de las obligaciones consolidadas, cuya deuda no hubiere sido cancelada antes del 1ø de enero de 2009 y que optaren por la cancelación a través de títulos públicos, de elegir los títulos emitidos en virtud del párrafo precedente o los emitidos conforme lo dispuesto en el primer párrafo del art. 10. Por todo ello, la redacción actual de la ley 12836 (con las leyes 13.436 y 13929 que la complementan), ha superado las condiciones más gravosas que señalara en el precedente "Vergnano de Rodríguez" la Corte Suprema de Justicia de la Nación, respecto del ordenamiento nacional. Es decir, las objeciones de carácter constitucional para que el crédito del actor se adecue a las pautas de la referida ley 12.836 han desaparecido. Consecuentemente, ha de desestimarse el planteo de inconstitucionalidad de la ley 12.836. 

CC0201 LP 110475 RSD-76-10 S 27-5-2010 Segovia Vazquez, Georgina c/ Hospital Zonal de Paroissien s/ Daños y perjuicios B257451

conforme la doctrina sentada por la Corte nacional y de esta Provincia, corresponde la declaración de inconstitucionalidad de la ley 12.836 y su inaplicabilidad en este caso por considerarla contraria a los arts. 14 bis, 17 y 31 de la Constitución nacional y 57 de la Constitución provincial (SCJBA, fallos: L. 88.330 "Calderón", sent. del 31-VIII-2007; “Pérez, Julio Antonio c/ Municipalidad de Lomas de Zamora s/ Accidente de trabajo”, L 85102 S 16-4-2008; “Rouco, Alejandro H. c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Enfermedad accidente de trabajo”, L 98365 S 5-11-2008, fuente JUBA).

CCC. San Isidro, sala 1, 18/3/2009, "Monteros, Raúl c/ Municipalidad de Vicente López s/ Daños y Perjuicios”, causa n° 105.861 -inedito-

Conforme el criterio sentado por la CSJN en autos “Mocchi Emmano y/o c/Provincia de Buenos Aires” y por razones de celeridad y economía procesal la ley 12.836 con las modificaciones incorporadas por la ley 13.436 es inconstitucional. Ello por cuanto la ley contiene condiciones más gravosas que las previstas por la legislación nacional.

SCBA, 27/8/2008, “Renyiski, Héctor c/Proincia de Buenos Aires s/daños y perjuicios”, en Abeledo Perrot Buenos Aires, n° 4/2009, p. 437.

43. Inaplicabilidad de la ley 12.836.

La ley 12.836 está claramente referida a cuestiones en que se encuentra comprometido el patrimonio del Estado provincial, estableciendo un régimen de consolidación de sus obligaciones consistentes en el pago de sumas de dinero, alcanzando sus disposiciones a todo reclamo judicial o administrativo que se traduzca en el reconocimiento del crédito perseguido, así como a toda obligación accesoria a una consolidada, sin perjuicio de los supuestos excluidos en el art. 10 (conf. SCBA., 29.5.02., causa I 2363, “Cozza, Vicente M”). 
Y es que la ley 12.836 de consolidación de deudas en la Provincia y calificada de emergencia económica, al igual que la ley 11.192, por su contenido y finalidad, es de orden público (SCBA Ac. N°56.350 S. del 20/2/96, en base de datos de JUBA; B49193 I 2.10.02., “Fabiano c/Pcia. Bs As s/incidente”, sum. JUBA B91099); y por ende, el sistema por ella instituido opera de pleno derecho (conf. SCBA. Ac. 55.231 S. del 27.12.94, 56.334 del 12.12.95 en JUBA; causa 85.056 r.i. 81/01). 
Ahora bien; tal como lo destaca el apelante, la Corte Federal -el 26.10.04., en autos “Vergnano de Rodríguez, Susana B. c/Provincia de Buenos Aires y otro” (diario La Ley del 15.4.05., pág. 5)- ha resuelto la inaplicabilidad del ordenamiento provincial previsto por la ley 12.836 si éste impone mayores restricciones a los acreedores del Estado local que las que emergen del ordenamiento nacional, lo cual está prohibido. Ello es así -explica el alto Tribunal- por cuanto la ley 12.836 fue dictada en el marco de la emergencia declarada por la ley provincial 12.727, que su vez adhiriera a la ley nacional 25.344. Pero la ley 12.836 ha consolidado las obligaciones de causa o título anterior al 30.11.01., y con ello abarca un período superior al previsto por la ley 25.344. En este sentido, la Corte considera que, por la remisión que el art. 13 de la ley 25.344 hace al art. 19 de la ley 23.982, las normas locales no pueden introducir mayores restricciones que las que se establecen en la ley nacional respecto de las deudas con el sector público. De modo que si la ley local fija como fecha de corte el 30.11.01., mientras que la legislación nacional lo hace el 1.1.00., la aplicación de la primera tornaría más gravosa y perjudicial la situación del acreedor, por la demora a que se lo sometería. 
Además, la Corte Nacional apuntó que la norma local establece como única posibilidad el pago mediante títulos públicos que deben suscribirse a la par por el importe total de los créditos en moneda nacional, lo cual difiere de lo previsto por el régimen nacional, que establece que las obligaciones consolidadas quedan sujetas a los recursos que anualmente contenga la ley de presupuesto de cada año para hacer frente al pasivo consolidado siguiendo el orden de prelación y cronológico que prevén los arts. 7 y 8 de la ley 23.982, en un plazo máximo de 16 años para las deudas en general o, alternativamente los acreedores pueden suscribir a la par bonos de consolidación en moneda nacional. 
Si bien las sentencias de la Corte Suprema sólo deciden en los procesos concretos que le son sometidos y no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a aquéllas, dado que tal Tribunal reviste el carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia (CSJN. en autos “Plan Rombo s/denuncia de Silveira, E.” Del 8/12/97, citado en Sínt. de Jurisp., ED. del 5/3/98). 
Razones de economía procesal y seguridad jurídica justifican entonces seguir la solución adoptada por la Corte Federal , más aún si como en el caso fallado por ella se decide acerca de las prescripciones de una ley provincial, íntimamente ligada a la que en autos invocara la demandada, debiendo reiterarse que contrariamente a lo manifestado por ésta al contestar el recurso, la Corte no declaró la inconstitucionalidad de la ley, sino sólo su inaplicabilidad. 
Si bien los hechos que se dieran en el fallo de la Corte de la Nación no son idénticos a los que atañen a la presente causa, pues en el primero los actores habían obtenido una sentencia que condenó a la Provincia de Buenos Aires a abonar ciertas sumas de dinero y ésta invocó la aplicación de la consolidación de deudas prevista en la ley 12.836, lo cierto es que en este caso es la Municipalidad demandada quien contra la sentencia que la condenara a pagar a la actora una cierta suma de dinero, invoca la aplicación de las leyes 12.774 y 13.137 en tanto éstas prorrogan -como la ley 12.836- la declaración de emergencia emanada de la ley 12.727 hasta el 31.12.04. 
Y siendo que el presente caso se origina en el hecho acaecido el día 20.4.01., es decir, después del plazo permitido por la legislación nacional (1.1.00.), según se viera, debe admitirse el agravio de la actora. 
Causa n° 95.047. R.I.560 30-06-05 “Giacobini, Francisco P. c/Municipalidad de Tigre s/daños y perjuicios”.ID: 2056

44. Inaplicabilidad de la ley 12.836 en caso de avanzada edad

Los accionantes tienen en la actualidad 66 y 67 años de edad. De acuerdo a la ley que pretende aplicar el Municipio apelante, y ponderando que el procedimiento de cobro que regula esa normativa comienza desde que adquiere firmeza la sentencia (arts. 2 y 5), los demandantes cobrarían su crédito  en el plazo de 8 años (ver ley 11.756, art. 12; fs. 395/7 y Dec. 690/96, fs. 400/1), sin contemplar las eventuales “suspensiones” de las ejecuciones contra el Municipio que puedan legislarse. Es decir, que para el caso de pago de la condena mediante certificados de cancelación de Deuda Municipal, los actores recibirían el monto indemnizatorio a los 74 y 75 años de edad. Si bien este Tribunal no desconoce que la jurisprudencia se ha inclinado por decidir que la Ley de Consolidación municipal nº 11.756, de similar redacción a la ley 11.192, no es inconstitucional, el presente es un caso excepcional y límite que merece un tratamiento especial, tal como lo hizo también el Superior Tribunal Provincial en una causa en que una persona de avanzada edad recibía una indemnización laboral por la muerte de su hijo (autos “Pompey, Juan Oscar c/ Municipalidad de Coronel Pringles  s/indemnización por accidente de trabajo”, fallo del 5/5/03 ), apartándose de esta forma de la doctrina sentada y citada más arriba. 

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

l tema de las personas ancianas en materia económica ha sido motivo de tratamiento especial por la legislación y la jurisprudencia. Así, por ejemplo, a partir de la ley 25.561, en particular por la "Comunicación A" 3446 del B.C.R.A. del 24/01/02, se exceptúa a los mayores de 71 años de reprogramación de los depósitos bancarios.Por otra parte, la ley 25.587 -que limitó las cautelares de los amparos por depósitos bancarios-, exceptuó a las personas de más de 75 años de esta limitación. La C.S.J.N., en múltiples precedentes, ha resuelto inaplicables las leyes de limitaciones económicas  a las personas  ancianas cuando “resulte virtualmente imposible que conforme al desenvolvimiento natural de los hechos, lleguen a percibir la totalidad del "crédito que le reconoció el pronunciamiento judicial pasado en autoridad de cosa juzgada" (CSJN, “Ihmett, María c/Armada Argentina”). 

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

la S.C.B.A. en el referido caso "Pompey, Juan Oscar c/ Municipalidad de Coronel Pringles  s/indemnización por accidente de trabajo” (fallo L 73.744). En este último precedente la Corte Bonaerense no aceptó la propuesta de pago por la Municipalidad del Coronel Pringles con respaldo en los arts. 1, 2, 5, 7, 11, 15 de la ley 11.756 porque de hacerlo, Pompey finalizaría de percibir el monto de condena a los 86 años. Ha dicho que no resulta ocioso remarcar, pese a ser un hecho público y notorio, que no obstante el invalorable avance de la ciencia producido en los últimos tiempos, el nivel de esperanza de vida medio de los argentinos es muy inferior al de dicha edad. Ello permite afirmar razonablemente que la aplicación del referido régimen de consolidación al crédito del demandante, atento su edad avanzada, importaría en los hechos no una modificación del modo de cumplimiento de la sentencia, sino lisa y llanamente el incumplimiento de la consecuencia jurídica en ella declarada; esto es, la no percepción íntegra del resarcimiento otorgado por el evento dañoso padecido. En consecuencia, al no ser posible sin forzar la letra ni el espíritu de dicha norma efectuar una interpretación de ella que la haga compatible con la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional, declaró en el caso su inconstitucionalidad (conf. arts. 11 y 57, Constitución de la Provincia de Buenos Aires) .El Superior Tribunal Provincial siguió los lineamientos brindados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re “Iachemet, María c/ Armada Argentina”, sent. del 29-IV-1993 (T.S.S, Tº XX-1993, pág. 692 y ss.), al resolver que las disposiciones de la ley 23.982 (sobre la que se inspiró la ley 11.192 y consecuentemente, la ley 11.756), resultan inaplicables en especialísimas circunstancias, como la avanzada edad de la acreedora.

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

Ccabe preguntarse si la atención del pasivo consolidado del Estado municipal en los plazos y modos establecidos por la ley (arts. 9, 11 y 12), ya sea que se opte por el pago en efectivo total o parcial, o por la alternativa de acudir a la suscripción de títulos públicos, no implica para los actores ‑que ya han transitado el camino de una larga contienda judicial‑ un daño adicional al sufrido por la irreparable pérdida de su pequeña hija. En el caso de autos, pese a las esgrimidas razones en que pueda sustentarse el dictado de la ley 11.756, así como su antecedente ley 11.192 y su declarado propósito de salvaguardar los intereses generales armonizándolos con los derechos y garantías individuales, la aplicación de su normativa lesionaría estos derechos de los demandantes ‑constitucionalmente amparados‑ (arts. 17 y 18, Constitución Nacional), quienes se verían impedidos de acudir a las normas procesales vigentes para efectivizar el monto de la condena, determinado por una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; en otras palabras, traería aparejadas ‑por las circunstancias ya referidas‑ consecuencias mucho más graves de las que en el común de los casos puede producir una limitación temporal en la percepción de los créditos cuyo deudor es el Estado provincial o municipal”.

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

 cuando se limita por razones económicas un derecho humano básico hasta hacerlo inexistente o se contraria la esencia de ese derecho, el Juez está obligado a declarar la inconstitucionalidad del acto lesivo, aún cuando provenga de una norma legislativa. La aplicación estricta de la normativa referida anteriormente –ley 11.756- resultaría objetivamente injusta en tanto vulnere derechos de raigambre constitucional que constituyen el basamento de nuestro sistema jurídico, porque hacen a la dignidad de la persona.  el Juez, para resolver la aplicación de los principios constitucionales consagrados, no puede sino juzgar la cuestión a través del prisma de la equidad. Y la equidad es aquella parte de la justicia legal que nos induce a la no aplicación de aquellas normas que implican consagrar una injusticia grave y evidente (nota a los arts. 2567 a 2570 del Cód. Civ.; mi voto en causa 95.754 cit.), como se daría en este caso de aplicarse la Ley de Consolidación en cuestión. Diferir para un plazo de 8 años la percepción de una indemnización por el daño ocasionado por la demandada y a la que los accionantes llegaron, como ya dije, luego de diez años de proceso, y cuando cuentan con 66 y 67 años de edad, no puede legítimamente sino calificarse como inequitativa, máxime cuando esa demora podría quizás achacarse a la morosidad burocrática del sistema judicial del cual todos somos parte, recordando que la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho a obtener un pronunciamiento rápido dentro de un plazo razonable .

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

Es que no se está frente al incumplimiento de una obligación lícita, sino ante una pretensión que tiende a reparar el daño derivado de un hecho ilícito, que provocara la muerte de la hija de los actores (arts. arts. 495, 496, 497, 505, 1068, 1069, 1078, 1084, C. Civil), y hasta ahora la tramitación de este proceso, que cuenta con sentencia de condena de ambas instancias firme, no ha podido ser ejecutada, proceso que –dicho sea de paso- hasta el momento ha llegado a los diez años sin que se vislumbre cuándo podrá ejecutarse. Ello excede con creces lo que puede considerarse como "plazo razonable" del derecho a ser oído, previsto en el art. 8° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos" en razón de las "garantías judiciales" cuya observancia debe llevarse a cabo de oficio por el órgano jurisdiccional (art. 75, inc. 22, Constitución Nacional; art. 15 "in fine", Constitución Provincial). 

 Añado a lo expuesto que cuando las personas han llegado a una edad en que naturalmente se producen debilidades físicas, ya no es el derecho a la propiedad el afectado, sino –a través de éste-, el de la vida misma, puesta en riesgo por las circunstancias aludidas (conf. causa 95.754 cit.).
No paso por alto otro elemento fundamental para determinar la inaplicabilidad de la ley 11.756 al presente caso, como es, el carácter alimentario del crédito derivado de una indemnización por muerte. Existe suficiente consenso jurisprudencial en cuanto que el resarcimiento por dicho concepto, efectivamente, reviste tal naturaleza, por ser sustitutivo de una fuente de recursos, aún futuros, provenientes de la víctima, y por comprender "todo lo que fuere necesario para la subsistencia (art. 1084 del Cód. Civil; SCBA Ac. 63.634 del 10/11/98; Cám. Nac. Civil, Sala J, del 30/3/99 CCC. San Martín, sala 1, 17/5/2005, Causa nº 53.747-4 r.i. nº D- 136 "Aguirre, Carmen Cristina c/Municipalidad de Gral. Sarmiento s/ds. y ps.; CNCiv. Sala H, 6/6/2006, “Zapata c/Ferrocarriles Metropolitano S.A. s/ds. y ps.”, Rev. E.D. del 3/8/2006). 

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

Ello me lleva a considerar que la indemnización sin duda está emparentada con la edad del beneficiario, porque si bien la condena a resarcir a la víctima tiende a reparar el daño actual y a proveer de futuros recursos “para la subsistencia”, se torna ilusorio e inconsistente resarcir a la accionante si ya prácticamente no cuenta con tiempo material para gozar de esa reparación integral (doc. arts. 1083, 1084 del Cód. Civil), como se daría en el presente caso. Sin duda el resarcimiento que llega tarde, deja de ser resarcimiento para convertirse simplemente en la consecuencia de una condena que no resultó eficaz y que se ha tornado, por ende, injusta. 

En ese orden de ideas, la atención del crédito consolidado de los Municipios de la Provincia de Buenos Aires a través de pagos con montos inciertos siguiendo el orden de prelación establecido en el art. 9 de la ley 11.756 o bien la alternativa de acudir a la suscripción de títulos públicos por 8 años con arreglo al art. 12 de la ley citada, que bloquea el accionar del actor encaminado a satisfacer su crédito reitero originado en una sentencia judicial firme y consistente en una indemnización por la muerte de un hijo implicará para él un daño adicional y seguramente irreparable.       Es decir que al dilatarse en el tiempo la percepción del resarcimiento económico determinado en el fallo, importará la imposibilidad de obtener un resarcimiento actual. 

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

Pese a las esgrimidas como razones en que pueda sustentarse el dictado de la ley 11.756 y su declarado propósito de salvaguardar los intereses generales armonizándolos con los derechos y garantías individuales, la aplicación de su normativa, lesionaría gravemente estos derechos constitucionalmente amparados del actor (arts. 16, 17 y 18, Constitución Nacional), quien luego de haber transitado por el arduo camino que representa siempre un proceso de conocimiento, es impedido de acudir a las normas procesales vigentes para efectivizar el monto de la condena, determinado por una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada; en otras palabras, traería aparejado por las circunstancias ya referidas consecuencias mucho más graves de las que en el común de los casos puede producir una limitación temporal en la percepción de los créditos cuyo deudor es el Estado municipal (conf. SCBA, Ac. 73.744 cit.).

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

Se dan en la especie los elementos para que sea aplicable la jurisprudencia del Superior Tribunal Provincial, siguiendo precedentes de la Corte de la Nación, en el sentido que cuando media una excepcional situación del beneficiario de la indemnización, cede la aplicación de la Ley de Consolidación (SCBA, Ac. 72.952 del 2/10/02), evitándose de ese modo que en los hechos, más que una modificación del modo de cumplimiento de la sentencia, se ocasione el incumplimiento de la misma (conf. precedente de la SCBA en Ac. 73.744 ya citado y cuyos fundamentos en forma análoga considero aplicables al presente caso).

Sala 1, 24/8/2006. causa nº. 97.794  Di Rino, Antonio T. Y/o c/Munic. De Tigre y/o s/daños y perjuicios -inedito-

45. Ley 12.836. Intereses aplicables

Agravia a la provincia demandada que la sentencia no pusiera por límite del curso de los intereses el que establece el art. 15 de la ley 12.836 (30 de noviembre de 2001). La ley 12.836 está claramente referida a cuestiones en que se encuentra comprometido el patrimonio del Estado provincial, estableciendo un régimen de consolidación de sus obligaciones consistentes en el pago de sumas de dinero, alcanzando sus disposiciones a todo reclamo judicial o administrativo que se traduzca en el reconocimiento del crédito perseguido, así como a toda obligación accesoria a una consolidada, sin perjuicio de los supuestos excluídos en el art. 10 , entre los que no se encuentra el de litis. 

Causa 93.767 del 17-6-2004 RSD: 146/04 “Maidana c/ Pcia. Bs. As. S/ ds y ps.” Orden 6-4ID: 2547

46. La ley 13.073

La ley provincial que lleva el número 13073 establece que deben suspenderse por el plazo de 180 días la ejecución de sentencias en los juicios en que las municipalidades revistan carácter de parte demandada o reconvenida (art. 1°). Asimismo y por idéntico plazo la citada norma dispone también la suspensión del cumplimiento de las medidas cautelares dictadas contra los municipios, cualquiera fuere el estado en que se encuentre el juicio, que consista en trabas o afecciones de cuentas oficiales, sumas de dinero, recaudaciones títulos públicos, acciones en otros valores (art. 4to.).Que tratándose de una disposición de orden público (art. 5to.) cuya constitucionalidad no fuera cuestionada, y no configurando la cuestión debatida en autos alguno de los supuestos de excepción previstos por el artículo 3ero. de dicho cuerpo normativo -esto es responsabilidad civil extracontractual derivada de accidentes de tránsito o situaciones originadas en la relación de empleo público, laboral o previsional- corresponde mantener la suspensión legal dispuesta en la instancia de origen (arts. 1, 3, 4, 5 ley 13073). 

CC0201 LP 92634 RSD-322-3 S 11-11-2003Saliva, María Teresa c/ Municipalidad de Ensenada s/ Amparo 

47. Consolidación de deudas. Fallo C.S.J.N. “Giordano c/ B.C.R.A.”. Finalidad de la ley 23.982.

Resulta plenamente aplicable al caso lo decidido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos “Giordano Rafael Bruno y otros c/ B.C.R.A.” (del 16-11-04 publiado en La Ley online). Ha dicho la Corte que la finalidad perseguida por la ley 23.982 (y dec. regl. 2140/91) fue cancelar las deudas del Estado Nacional de un modo ordenado, en virtud de la grave situación económico financiera en que se encontraba, y que su intención no fue habilitar a la autoridad de aplicación a crear, sin sustento alguno, una nueva consolidación de las sumas ya consolidadas, pues ello importa una alteración incompatible con el sistema diseñado. En consecuencia, los servicios financieros no pueden ser atendidos con bonos adicionales sin menoscabar los derechos de los acreedores, quienes deben percibir los montos correspondiente en efectivo, en tanto no se modifiquen las condiciones y la forma de cancelación establecidas por el órgano competente para ello. 

Sala 3,Causa 97.353 del 6-8-09 RSI 283/09 “Avruj c/ Ciardi s/ Ds. y Ps.” ID: 5077

XX. Centro educativo- Inaplicabilidad del art. 1117 del Cód. Civil

La relación contractual que existe entre un establecimiento de enseñanza y quien pone a un menor a cargo de aquél a los fines de su educación (art.265 del Cód. Civil), la responsabilidad de sus propietarios, incluido el Estado en los establecimientos a él pertenecientes, -descartada la aplicación del art. 1117 del Cód. Civil en su redacción actual- es de naturaleza contractual. Dicha relación contractual determina las recíprocas obligaciones asumidas (arts. 499, 1137,1197 y cc. del Cód. Civil); en este contexto la ejecución de la prestación convenida por parte del establecimiento educativo, comprende –sin duda- la de resguardar la seguridad de los alumnos que implica un severo y riguroso cumplimiento del deber de vigilancia. La obligación de seguridad consiste en el deber de asegurar la integridad física del menor a través del cuidado y la vigilancia mientras permanece en el colegio, y su reintegro a los padres sin daño. Se trata de una obligación por cuya naturaleza, en el caso de los daños sufridos por los alumnos, se presume la culpa del deudor y sólo podrá liberarse demostrando haber puesto toda la diligencia que fuera menester en el control y cuidado de los educandos y tomado todas las medidas de vigilancia necesarias para evitar a los alumnos los daños que las circunstancias hagan previsibles.

cusas 100.508 y 100.493 del 22-8-06 RSD: 180/06 “Alo, Edgardo c/ Pcia. De Bs. As. S/ ds. y ps.” Y “Alo, Edgardo c/ Tablado S/ ds. y ps. ID: 3189

XXI. CUESTIONES PROCESALES.


a) Competencia

48. Responsabilidad del Estado por omisión

49. Competencia federal- FE.ME.SA

Si bien la empresa FE.ME.SA. aparece en varios matices como una persona de derecho privado, por encontrarse sujeta al régimen legal de las sociedades comerciales (ley 19.550), incluso en lo referente a su liquidación (arts. 1, 14 y cc. del decreto 502/91), lo cierto es que el paquete accionario o capital social de la empresa mencionada pertenece al Estado Nacional a través del Ministerio de Economía en un 99% y sólo en un 1% a Ferrocarriles Argentinos (art. 1 del decreto citado), circunstancia ésta que por sí sola demuestra la posibilidad de que resulte comprometida la responsabilidad del Estado, esto es, la eventual afectación de su patrimonio. Y en este sentido, cabe destacar que no sólo se halla comprometido el activo estatal, sino también que la liquidación de la empresa ha sido dispuesta por el propio Ministerio de Economía de la Nación a través de la Resolución 53/97 (conf. causa 86.275 r.i. 896/2000). Por lo tanto, resulta aplicable a la especie el art. 2 inc. 6º de la ley 48, que establece la competencia federal, en general, en todas aquellas causas en que la Nación o un ente recaudador de sus rentas sea parte. 

Causa nº 95.950 r.i. 457 del 27.5.04. “Aguilar Belkys, Elvia c/Ferrovías SAC. s/daños y perjuicios, sumario” ID: 4128

50.Competencia  Por razón de la materia . Medio ambiente


b) Otros supuestos

51- Daños sufridos en la vía pública

Se trata de un caso regido directamente por el derecho privado, aquel en el cual la accionante demanda a la Cooperativa de Gas de Santa Teresita y/o quien resulte responsable por los daños y perjuicios derivados de sufrir un accidente en la vía pública, al introducir su pierna en un pozo ciego y caer de costado; si del escrito de demanda y la documentación acompañada no surge que el daño se haya originado en la actuación u omisión en el ejercicio de funciones administrativas (arts. 166, 5to. párrafo, Constitución de la Provincia y 1 y 2, ley 12.008 -texto según ley 13.101).

SCBA, B 69667 I 5-11-2008 Nowik, Sofía Catalina c/ Cooperativa de Gas de Santa Teresita s/ Pretensión indemnizatoria - Conflicto de competencia art. 7 inc. 1° ley 12.008 B95731

52- Daños ocasionados en vivienda por obras municipales

El caso planteado -consistente en una diligencia previa a la interposición de una acción cuya pretensión es el pago de una indemnización por los daños y perjuicios sufridos en la vivienda de la actora como consecuencia del obrar de la empresa municipal de servicios sanitarios-, resulta propio de la materia contencioso administrativa, en tanto se origina en la actuación en el ejercicio de funciones administrativas de Obras Sanitarias Sociedad del Estado (O.S.S.E.) y debe ser resuelto por aplicación de normas y principios de derecho público (art. 1, 2 inc. 4° y 12 inc. 3° de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

SCBA, B 69771 I 18-2-2009: Carpinetto, Hugo César s/ Prueba anticipada -Conflicto de competencia art. 7 inc. 1°, ley 12.008- B95983

53- Daños por actividad jurisdiccional

El artículo 166 última parte de la Constitución de Buenos Aires y el artículo 1° del Código Procesal en lo Contencioso Administrativo establecen la competencia del fuero en relación a las pretensiones que se deduzcan por la actuación u omisión de entes oficiales, supeditando esa premisa a un claro enunciado: cuando tal actuación lo haya sido en el ejercicio de funciones administrativas. En el caso, la conducta que se reprocha a la Provincia, no posee connotación administrativa sino que constituye el ejercicio liso y llano de su actividad jurisdiccional. El actor aduce haber sido dañado por un acto propio de la función pública de uno de los poderes del Estado, el Judicial, habiendo intervenido el órgano competente, con las formas requeridas por la ley y, en tal ejercicio, en un proceso llevado a cabo conforme lo disponen las leyes atingentes se ha determinado el derecho controvertido, dirimiendo un conflicto o controversia de relevancia jurídica, mediante una decisión que logró la autoridad de cosa juzgada. Esto es típica función jurisdiccional que nada tiene de administrativa. En este sentido, la presunción del art. 1 inc. 2° del Cód. Proc. en lo Cont. Adm. es solamente juris tantum, inaplicable por tanto en el caso ante la claridad que reviste el supuesto en examen, cuya intrínseca naturaleza desplaza todo matiz de tinte administrativo. 

SCBA, B 69855 I 17-6-2009 , Duarte, Walter Horacio c/ Provincia de Buenos Aires s/ Otras materias no categorizadas -Conflicto de competencia art. 7 inc. 1°, ley 12.008- B95262

54- Daños por inundación en campo por obras de la Dirección Provincial de Hidráulica

Si el caso tiene por objeto el reclamo de una indemnización contra la Provincia de Buenos Aires por los daños y perjuicios padecidos por la inundación de la fracción de campo de su propiedad -al decir de los actores- es producto de las obras realizadas por la Dirección Provincial de Hidráulica, se trata de un supuesto aprehendido por la cláusula general que define la materia contencioso administrativa en tanto el hecho dañoso se produjo -según se alega en la demanda- en el marco de la ejecución de obras hidráulicas por parte del Estado provincial (arts.166, 5to. párr. Constitución de la Provincia; 1 incs. 1° y 2°, ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

SCBA, B 69826 I 1-10-2008: Lanusse, Alberto Rómulo y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios -declaración de Tribunal competente B95404

55- Por el ejericicio de función administrativa (Plan de Viviendas)

La actuación del Instituto Provincial de la Vivienda que ha financiado en el marco de un Programa de Construcción, un Plan de Viviendas, publicitando su intervención e intervi-niendo en el acta de entrega de las viviendas, advierte que la actuación del Instituto lo fue en el ejercicio de función administrativa (arts. 1, 2 inc. "a", 3 inc. "f" y conc. Del dec. Ley 9573/80 y modif.). Ello, y la presunción establecida por el art. 1 inc. 2 de la ley 12.008 -seg. Ley 13.101-, per-miten concluir que se trata de un supuesto aprehendido por la cláusula general que define la materia contencioso adminis-trativa (arts. 166, Const. pcial., 1 inc. 1, ley 12.008 -seg. ley 13.101-). 

SCBA, B 68417 I 23-11-2005 Lozowski, Gabriel Leopoldo y otros c/ Porte de Motrevil S.A. y otros s/ Materia a categorizar. Conflicto de competencia B94555

56-Daños por imputación de un delito de acción pública, detención ilegal y torturas por parte de efectivos de la Policía y del Servicio Penitenciario.

La acción que pretende hacer efectiva la responsabilidad estatal siendo el hecho generador producido con motivo o en ocasión del ejercicio de la función administrativa -daños padecidos como consecuencia de la imputación de un delito de acción pública, detención ilegal y torturas por parte de efectivos de la Policía y del Servicio Penitenciario-, debe ser resuelta por normas y principios de derecho público, conclusión que no varía por el hecho de que deba acudirse para su solución al método de integración analógica. Está expresamente previsto entre los asuntos que competen a los tribunales contencioso administrativos, aun cuando se invocaren o aplicaren por analogía normas de derecho privado (art. 2 inc. 4, ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

SCBA, B 68903 I 8-11-2006 Maldonado, Marcelo Adrián c/ Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión indemnizatoria. Conflicto de competencia art. 7 inc. 1°, ley 12.008 B94541

57- Daños por vereda en mal estado

Ha decidido el superior Tribunal que son casos contencioso administrativos aquellos en los que se procura actuar la responsabilidad estatal ante la lesión de derechos o intereses producida por el ejercicio de la función administrativa; y que si se demanda a la Municipalidad, no obstante la fundamentación autónoma que en la demanda se efectúa en punto a la responsabilidad civil de ella, se concluye que se trata de un caso aprehendido por la cláusula general que define la materia contencioso administrativa, en tanto el hecho dañoso se produjo por la omisión en el ejercicio de la función administrativa (del contralor de condiciones) en el ámbito del denominado poder de policía que poseen las comunas (arts. 166 5º párr. de la Constitución de la Provincia, 1 de la ley 12.008; SCBA. B 68.023, 6.10.04., “Ipuche, Ana Lía c/Terrarosa, Carmen y/o s/daños y perjuicios, conflicto de competencia art. 7 inc. 1º ley 12.008).

Causa 107.880 del 28-5-09 RSI: 196/09 “Retta c/ MSI s/ ds. Y ps.” Krause-SolánsID: 4592

58- Daños por palmera que cae sobre automotor

Si al interponer la demanda la actora fundó su pretensión indemnizatoria de daños y perjuicios provocados por la caída de una palmera sobre su automotor, en la falta de cuidado, mantenimiento y conservación de aquella por parte de la comuna accionada, y la responsabilizó no sólo desde el punto de vista objetivo (como guardiana de la palmera –art. 1113 C.C.-) sino también desde la óptica de la negligencia o culpa en el obrar, por la imprudencia en la instalación de esa especie vegetativa y la falta de cuidados especiales que la misma requiere (art. 1109 del C. Civil), es competente el fuero Contencioso Administrativo. Al respecto ha resuelto la Suprema Corte de esta Provincia que los asuntos relativos a la responsabilidad por omisión del Estado eran considerados ajenos a la competencia contencioso administrativa por sustentarse en las normas del Código Civil y no en la lesión de alguna situación administrativa preexistente, por lo que atribuía su conocimiento a la justicia ordinaria; pero que tal situación ha variado con posterioridad a la sanción de la cláusula constitucional que atribuye competencia al fuero especializado cuando el caso se origine en el ejercicio de funciones administrativas (art. 166 de la Constitución de la Provincial. Son casos contenciosos administrativos aquellos en los que se procura actuar la responsabilidad estatal ante la lesión de derechos o intereses producida por el ejercicio de la función administrativa; y que si se demanda a la Municipalidad, no obstante la fundamentación autónoma que en la demanda se efectúa en punto a la responsabilidd civil de ella, se concluye que se trata de un caso aprehendido por la cláusula general que define la materia contencioso administrativa, en tanto el hecho dañoso se produjo por la omisión en el ejercicio de la función administrativa (del contralor de condiciones) en el ámbito del denominado poder de policía que poseen las comunas (arts. 166 5º párr. de la Constitución de la Provincia, 1 de la ley 12.008. Si se trata de hacer efectiva la responsabilidad estatal, la cuestión debe ser resuelta por aplicación de normas y principios de derecho público, conclusión que no varía por el hecho de que deba acudirse, para su solución, al método de integración analógica. Está expresamente previsto en el código de la materia que esta clase de asuntos corresponde a los tribunales contencioso administrativos aun cuando se invocaren o aplicaren por analogía normas del derecho privado (art. 2 inc. 4º de la ley 12.008, t. s. ley 13.101). 
Causa nro. 102.051 (j.8), r.i. 773, 05/09/06, “Luna, Juan Bautista y otros c/ Municipalidad de Tigre s/ daños y perjuicios”.  ID: 340








------------xxxxxxxxxxxxxx

--------

Responsabilidad del Estado - Error judicial

Una cosa es la providencia que tiende a prevenir o impedir cierto comportamiento, que se estima antijurídico y del cual puede provenir un daño grave e irreparable, -y que el órgano jurisdiccional recepta como probable-, y otra cosa es la providencia que comprueba y reconoce la antijuridicidad del comportamiento. La naturaleza, la función y los efectos de las dos distintas providencias son enteramente diferentes, ya que tienden a objetos y finalidades diversas. En esas condiciones, la absolución a la postre decidida en la causa no implica necesariamente error en el dictado de la prisión preventiva. Al materializar el juicio de certeza ha podido constatar la irresponsabilidad penal del imputado. Y ello nada tiene que ver con la regularidad de lo actuado en el juicio de probabilidad y verosimilitud llevado a cabo en la instancia provisoria cautelar

CC0201 LP 107543 RSD-71-7 S 19-4-2007 Ramírez, Marcos Antonio y ots. c/ Herrera, Miguel Angel y ots. s/ Daños y perjuicios B256489

pAUTAS

Cabe sentar como principio que el Estado sólo puede ser responsabilizado por error judicial en la medida en que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error. Lo contrario importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por la ley . Que no obsta a esta conclusión la circunstancia de que en el sublite el actor no atribuya el perjuicio a la sentencia definitiva -que le fue favorable-, sino a la prisión preventiva dictada en la etapa sumarial y confirmada por la alzada, ya que la sentencia absolutoria pronunciada tras la sustanciación del plenario -y en función de nuevos elementos de convicción arrimados a la causa- no importó descalificar la medida cautelar adoptada en su momento respecto del procesado, sobre la base de una semiplena prueba o indicios vehementes para creerlo responsable del hecho. Tal medida provisoria sólo traducía la existencia de un serio estado de sospecha, fundado en los elementos de juicio existentes hasta ese momento, de modo que no cabe admitir que por esta vía resarcitoria se pretenda revisar el acierto o error de un pronunciamiento cautelar firme.

- CC0201 LP 107543 RSD-71-7 S 19-4-2007 Ramírez, Marcos Antonio y ots. c/ Herrera, Miguel Angel y ots. s/ Daños y perjuicio B256490

Pautas

El Estado sólo puede ser responsabilizado por error judicial en la medida en que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error. Lo contrario importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por la ley. 

SCBA, Ac 72773 S 17-5-2000 Morán, Juan Héctor c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios 
PUBLICACIONES: LLBA 2000, 1342

El Estado sólo puede ser responsabilizado por "error judicial" en la medida en que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mentenga, juzgar que hay error. No obsta a tal conclusión la circunstancia de que el actor no atribuya el perjuicio a la sentencia definitiva -que en la especie le fuera favorable- sino a la prisión preventiva dictada en la etapa sumarial, ya que la sentencia absolutoria no importó descalificar la medida cautelar adoptada en su momento respecto del procesado

CC0001 QL 10442 RSD-19-8 S 15-5-2008 Gomez, Jorge David c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B2903974

Cabe sentar como principio que el Estado sólo puede ser responsabilizado por error judicial en la medida que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error. Lo contrario importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento no previsto ni admitido por la ley. No obsta a esta conclusión la circunstancia de que en el "sub lite" el actor no atribuya el perjuicio a una sentencia definitiva -que le fue favorable- sino a la prisión preventiva dictada en la etapa sumarial y confirmada por la Alzada ya que la sentencia absolutoria pronunciada tras la sustanciación del plenario -y en función de nuevos elementos de convicción arrimados a la causa- no importó descalificar la medida cautelar adoptada en su momento respecto del procesado, sobre la base de una semiplena prueba o indicios vehementes para creerlo responsable del hecho (art. 183 inc. 3° C.P.P). 

CC0203 LP 93665 RSD-168-00 S 13-7-2000: Torres, Juan Antonio c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B353131

Sólo puede responsabilizarse al Estado por error judicial en la medida en que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error, toda vez que lo contrario importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por la ley. Con pié en ello cabe concluir que todo lo actuado en relación a la medida cautelar de veedor, interventor y administrador judicial de la empresa de transportes, por resultar resoluciones que gozan de la autoridad de la cosa juzgada no pueden ser revisadas en este proceso. Ello así, pues si otros jueces pudiesen valorar nuevamente las circunstancias de la causa en que aquellas se adoptaron para determinar si hubo error en su tramitación, no se verían éstos exentos de cometer un nuevo error y así, sucesivamente, si también la actividad de éstos fuera nuevamente sometida a la consideración de otros jueces por vía de una nueva acción resarcitoria

CC0201 LP 98160 RSD-273-3 S 11-9-2003: Badano, Luis Maria c/ Estado de la Prov. de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B254972

Sólo puede responsabilizarse al Estado por error judicial en la medida que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error. Lo contrario importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños y perjuicios, constituiría un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por la ley. 

CC0203 LP 106796 RSD-205-6 S 26-10-2006 Paz, Héctor Claudio y otros c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B354419

Los actos judiciales no generan la responsabilidad del Estado por su actividad lícita. Los daños que puedan resultar del procedimiento empleado para resolver la contienda, si no son producto del ejercicio irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares, pues son el costo inevitable de una adecuada administración de justicia. El Estado sólo puede ser responsabilizado por error judicial en la medida que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto SCBA, AC 76041 S 23-4-2003 , Paladino, Cayetano y otra c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios, DJBA 165, 145; SCBA, Ac 93104 S 5-4-2006 C.,M. c/ P.,d. s/ Daños y perjuicios B26679

Los actos judiciales no generan la responsabilidad del Estado por su actividad lícita. Los daños que puedan resultar del procedimiento empleado para resolver la contienda, si no son producto del ejercicio irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares, pues son el costo inevitable de una adecuada administración de justicia. El Estado sólo puede ser responsabilizado por error judicial en la medida que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto. 

CC0203 LP 106796 RSD-205-6 S 26-10-2006: Paz, Héctor Claudio y otros c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B354424

- Responsabilidad de los jueces

Tratándose de un verdadero acto ilícito cometido por el magistrado, por acción y omisión en el curso del proceso sometido a su jurisdicción, se impone la verificación, en primer término de la existencia de una cuestión prejudicial, que consiste en la previa determinación de que el error judicial no ha sido consentido por la parte a quien perjudica; por otro lado, la existencia de error judicial debe ser verificada en el mismo proceso en que se habría cometido, debiéndose agotar para tratar de llegar a esa declaración, todos los recursos y las instancias que hacen posible la reposición, la apelación y, excepcionalmente, la nulidad y la revisión; por último, la acción de daños y perjuicios contra el Estado solo será posible luego de declarado el error judicial, deduciendo la acción ante el juez competente, que no será el que cometió el error judicial, probando el daño y la relación de causalidad

CC0003 LZ 157 RSD-146-9 S 7-8-2009 Mauro, Francisco c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B3750094

Responsabilidad del Estado por daño ambiental

Sabido es que el derecho a la preservación del medio ambiente está expresamente reconocido en la Constitución nacional, en sus arts. 41 << y>>  43, en los pactos internacionales sobre derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional art. 75 inc. 22 Constitución nacional << y>>  en numerosas normas sobre defensa << ambiental>>  a nivel nacional, provincial << y>>  municipal.
en materia << ambiental>>  lo que existe es una gestión concurrente de intereses comunes, pero en jurisdicción propia, fundada en poderes propios. No se discute pues la potestad jurídica de las comunas de limitar el ejercicio de determinados derechos individuales con el fin de asegurar el bienestar general. Nos encontramos, entonces, frente a un poder o facultad de dictar normas en materia << ambiental>>  que corresponde al Estado federal en cuanto a los presupuestos mínimos o contenidos mínimos << y>>  a las provincias << y>>  municipios las que sean necesarias para complementarlas.

 SCBA, C 90020 S 14-11-2007 Yane, Salvador c/ Municipalidad de General Alvarado s/ Materia a categorizar B29447

la materia de policía de salubridad constituye una facultad propia del gobierno << y>>  Administración provincial, pero concurren también facultades comunales arts. 190 << y>>  192, Const. prov. << y>>  dec. ley 6769/1958-
el derecho público interno está constituido por las normas legales que cada país dicta o debe dictar en ejercicio del poder de policía << y>>  en defensa de sus recursos naturales para la preservación de la integridad << y>>  pureza de los elementos abióticos que constituyen el suelo, el aire << y>>  el agua, así como los elementos bióticos que forman las especies animales << y>>  vegetales de sus respectivos ecosistemas; pero también los presentes ecológicos que contribuyen al mantenimiento de su integridad << y>>  de su potencial evolutivo. También incumbe al derecho público interno proteger no solo la naturaleza << y>>  el paisaje sino también la calidad de vida, el marco de ella en sus expresiones arquitectónicas << y>>  urbanísticas, << y>> , en síntesis, el patrimonio << ambiental>>  en sus bienes biológicos, físicos << y>>  culturales para que lo reciban intacto las generaciones futuras.

 SCBA, C 90020 S 14-11-2007 Yane, Salvador c/ Municipalidad de General Alvarado s/ Materia a categorizar B29447

El daño << ambiental>>  ocasionado a los llamados intereses difusos es de la incumbencia de las autoridades gubernamentales las cuales en el ejercicio de sus poderes de policía de seguridad, salubridad << y>>  bienestar de la comunidad debe preservar la calidad de vida del hombre, su existencia, su salud, su integridad física << y>>  moral << y>>  sus valores culturales. Para lograr esos fines el Estado debe dictar las normas legales pertinentes en el ámbito de sus competencias nacional, provincial << y>>  municipal, según los casos, << y>>  hacerlas cumplir por medio de la autoridad pertinente administrativa o judicial.

 SCBA, C 90020 S 14-11-2007 Yane, Salvador c/ Municipalidad de General Alvarado s/ Materia a categorizar B29447

 La importancia de la temática se ve reflejada en la ley nacional 25.916 sobre residuos domiciliarios, la que establece, conforme lo define su art. 1, los presupuestos mínimos de protección << ambiental>>  para la gestión integral de los residuos domiciliarios, sean éstos de origen residencial, urbano, comercial, asistencial, sanitario, industrial o institucional, con excepción de aquellos que se encuentren regulados por normas específicas, definiendo su art. 2 al residuo domiciliario como aquellos elementos, objetos << y>>  sustancias que como consecuencia de los procesos de consumo << y>>  desarrollo de actividades humanas, son desechados << y/o>>  abandonados. Establece el art. 19 que para la operación << y>>  clausura de las plantas de tratamiento << y>>  de las estaciones de transferencia, << y>>  para la operación, clausura << y>>  postclausura de los centros de disposición final, las autoridades competentes deberán autorizar métodos << y>>  tecnologías que prevengan << y>>  minimicen los posibles impactos negativos sobre el ambiente << y>>  la calidad de vida de la población, estableciéndose en su art. 20 que los centros de disposición final deberán ubicarse en sitios suficientemente alejados de las áreas urbanas, de manera tal de no afectar la calidad de vida de la población; << y>>  su emplazamiento deberá determinarse considerando la planificación territorial, el uso del suelo << y>>  la expansión urbana durante un lapso que incluya el período de postclausura. Asimismo no podrán establecerse dentro de áreas protegidas o sitios que contengan elementos significativos del patrimonio natural << y>>  cultural.
Sobre esta norma se ha expresado que las leyes de presupuestos mínimos no son únicamente la consecuencia de la particular regla de concertación << y>>  procura del consenso entre la Nación << y>>  las provincias fijadas por el constituyente de la reforma, sino también la estructura jurídica a partir de la cual se construye una política de estado en materia de protección del entorno << y>>  desarrollo sustentable. En tal sentido, los lineamientos de la política << ambiental>>  nacional diseñada a partir de los acuerdos logrados por las Provincias << y>>  la Nación en el marco del federalismo concertado se plasmarán en normas que, más allá de las obligaciones << y>>  derechos que pudiesen crear para los administrados o el propio sector público, constituyen un verdadero programa de gestión para el desarrollo sustentable. Las leyes de presupuestos mínimos vienen a conformar los cimientos jurídicos sobre los cuales se construye la política << ambiental>> , definiendo las áreas prioritarias para la gestión pública << y>>  los instrumentos para lograr los objetivos definidos por la política << ambiental>> . Eso al menos es lo que pareciera haber inspirado a quienes idearon << y>>  concibieron la reforma constitucional de 1994, al incorporar el "derecho al ambiente", con la regla específica de concertación entre jurisdicciones, a partir de la facultad de la Nación de fijar los presupuestos mínimos .

SCBA, C 90020 S 14-11-2007 Yane, Salvador c/ Municipalidad de General Alvarado s/ Materia a categorizar B29447

por encima del cuestionamiento del recurrente en cuanto a que la situación no está comprendida en el anexo II del art. 10 de la ley 11.723 o bien sostenida por el veto a los arts. 65 << y>>  66 del mismo cuerpo legal se erige la manda constitucional que impone al estado provincial el control del impacto << ambiental>>  de todas las actividades que perjudiquen el ecosistema, a fin de evitar la contaminación del aire, agua << y>>  suelo (art. 28 Const. prov.). 

SCBA, C 90020 S 14-11-2007 Yane, Salvador c/ Municipalidad de General Alvarado s/ Materia a categorizar B29447

Competencia - Por razón de la materia // Responsabilidad del estado - Competencia // Medio ambiente

Esta Suprema Corte ha resuelto que eran casos contencioso administrativos aquellos en los que se procura actuar la responsabilidad estatal ante la lesión de derechos o intereses producida por el ejercicio de la función administrativa. Habiendo reclamado los actores en el caso la indemnización de los daños y perjuicios y el cese del daño ambiental y en la salud que les producen las actividades del predio productivo accionado, el factor de atribución de responsabilidad tanto a la Municipalidad de Chacabuco como a la Provincia de Buenos Aires -Ministerio de Asuntos Agrarios- es la eventual omisión en el ejercicio del poder de policía que de acuerdo a la normativa vigente les compete. Así tanto la Constitución de la Provincia (arts. 192 incs. 4ø y 6ø) como la Ley Orgánica de las Municipalidades -decreto 6769/58 y modif.- atribuye a las comunas la radicación, habilitación y funcionamiento de los establecimientos comerciales e industriales (art. 27 inc. 1ø); la instalación y funcionamiento de lugares de acopio y concentración de productos y de animales, en la medida que no se opongan a las normas que el respecto dicte la Provincia (art. 27 inc. 6ø) y la prevención y eliminación de las molestias que afecten la tranquilidad, el reposo y la comodidad de la población, así como la contaminación ambiental (art. 27 inc. 17ø). Por su parte la ley 11.723 prevé facultades concurrentes de la Provincia y las municipalidades en materia de protección del medio ambiente. Ello y la presunción establecida en el artículo 1 inciso 2ø de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-, permiten concluir que se trata de un supuesto aprehendido por la cláusula general que define la materia contencioso administrativa (arts. 166, Constitución de la Provincia, 1 inc. 1ø, ley 12.008 -texto según ley 13.101-). 

SCBA, B 68566 I 3-5-2006 Gónzalez, Miguel Angel y otro c/ Establecimiento Avícola Huefres S.A. y otros s/ Materia a categorizar. Conflicto de competencia art. 7 inc. 1ø, ley 12008 B92273

Daño ambiental - Indemnización

Cuando una actividad lesiona el equilibrio medioambiental en una medida no tolerada por el legislador (conf. art. 27 de la ley 25.675 -L.G.A.-, que exige que la alteración negativa debe ser "relevante"), queda a disposición de los afectados y demás legitimados por nuestro ordenamiento diversas vías de reclamación (conf. arts. 41 y 43, Const. Nac.; 30, L.G.A.; 36, ley pcial. 11.723; y ccdtes.). Pese a que varias de las pretensiones reglamentadas pueden acumularse ante un mismo hecho o sucesión de ellos, cabe distinguirlas en razón de su diverso objeto o finalidad, así como sus presupuestos de procedencia. 1) Una primera distinción es la que cabe formular entre los meandros procesales preventivos (tutela inhibitoria), destinados a poner en práctica el principio sentado en el art. 4, 3ø párrafo de la ley 25.675, y los destinados a recomponer o reparar el perjuicio ya ocasionado. 2) Pero aún dentro de esta última categoría de acciones (es decir, las incoadas frente al daño consumado), corresponde identificar la pretensión de recomposición propiamente dicha, que tiene por objeto el restablecimiento del estado anterior a la producción de la lesión ambiental (art. 28, L.G.A.). Es esta importante vía la que nuestra Constitución Nacional considera "prioritaria" (art. 41), sin excluir -por supuesto- otros mecanismos de reparación. Frente a la imposibilidad técnica de dicha recomposición "en especie", el citado ordenamiento especial dispone la viabilidad de la acción destinada a obtener una "indemnización sustitutiva" (art. 28, ley 25.675), que -al igual que la pretensión anterior- tiene carácter indivisible, ya que ambas apuntan a tutelar el bienestar medioambiental de modo difuso. 3) Distinto es el caso de la demanda promovida por los afectados para el resarcimiento de los perjuicios sufridos particularmente

 SCBA, C 86727 S 25-2-2009 Scaldaferri, Miguel Angel y Cacabellos, Marcela y por sus hijos M. y M. Scaldaferri c/ Municipalidad de Pergamino s/ Daños y perjuicios B30583

Violación de los tratados internacionales sobre Derechos Humanos

El deber general del Estado de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos para garantizar los derechos en ella consagrados, establecido en el artículo 2, incluye la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la observancia efectiva de los derechos y libertades consagrados en la misma, así como la adopción de medidas para suprimir las normas y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación a las garantías en ella previstas. Este deber general del Estado Parte implica que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio del effet utile), para lo cual el Estado debe adaptar su actuación a la normativa de protección de la Convención

 SCBA, Q 70310 I 9-12-2009 Acuerdo Civico y Social s/ Impugnaciones. Recurso de queja por denegatoria de inaplicabilidad de ley - Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires (107742) B93987

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha ratificado que la responsabilidad internacional, en el marco de la Convención Americana sobre derechos Humanos, nace en el momento mismo de la violación de las obligaciones generales erga omnes de respetar y hacer respetar -garantizar- las normas de protección, y de asegurar la efectividad de los derechos que allí se consagran en cualquier circunstancia y respecto de toda persona. Esta postura encuentra sustento, además, en el compromiso internacionalmente asumido por el Estado de propender al desarrollo social mediante acciones eficaces, positivas o negativas, cuando sea necesario remover los obstáculos que impiden la efectiva concreción del mismo (arts. 1 y 2 Pacto de San José de Costa Rica).

SCBA, A 69412 S 18-8-2010 P.,L. c/ I.,I. s/ Amparo. Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley B96966

Cuando se sostiene que el Estado debe buscar el effet utile, no cabe referirse sólo al poder legislativo, sino también a los jueces que a través de la interpretación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos deben acompasar el modelo interno con el transnacional. De lo contrario se originan injusticias en los pleitos y se genera responsabilidad internacional del país por actos u omisiones de cualquiera de los tres poderes.

 SCBA, A 69412 S 18-8-2010 P.,L. c/ I.,I. s/ Amparo. Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley B96968

La Corte Interamericana ha manifestado que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de las normas legales, y, en consecuencia, obligados aplicar las disposiciones domésticas. Empero si un gobierno ha ratificado una regla internacional como -por ejemplo- la Convención Americana,."sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, los que les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por las leyes contrarias a su objeto y fin, y que, desde un inicio, carecen de efectos jurídicos. En este sentido, no sólo se debe abordar el "control de constitucionalidad" de las normas, sino que también se tiene que ejercer el denominado "control de convencionalidad". Está en juego el art. 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, lo que le otorga preponderancia al Instrumento internacional por sobre cualquier ley doméstica.

 SCBA, A 69412 S 18-8-2010 P.,L. c/ I.,I. s/ Amparo. Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley B96969; SCBA, L 88775 S 23-3-2010 E.,E. c/ E.,S. s/ Accidente B3345395

El Judicial como Poder del Estado está obligado a "acatar" y hacer "acatar" los preceptos internacionales, y estos deberes son quizás más fuertes que los del Ejecutivo y los del Legislativo, por ejercer aquél el control de los controladores (custodit ipso custodit). 

SCBA, A 69412 S 18-8-2010 P.,L. c/ I.,I. s/ Amparo. Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley B96970

La Corte Suprema de Justicia de la Nación claramente alertó sobre la operatividad de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución nacional y reiteradamente ha advertido sobre la responsabilidad de carácter internacional del Estado por la estricta observancia que pesa sobre todos los órganos internos, incluidos los locales de carácter judicial -a quien por otra parte le corresponde la expresa misión, constitucional e indeclinablemente asignada, de verificar la correspondencia de las leyes con la Constitución nacional- de las normas establecidas en los tratados internacionales de los que el Estado forma parte

SCBA, A 69412 S 18-8-2010 P.,L. c/ I.,I. s/ Amparo. Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley B96965

La existencia de particulares y gravísimas circunstancias que afectan al grupo familiar de la actora, imponían al Estado la obligación de actuar en resguardo de los derechos fundamentales de los afectados (arts. 14 bis, 75 incs. 22 y 23 de la Const. nacional; arts. 1, 3 a 6, 9, 17, 19, 23, 25, 26, 28 y concs. de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad; arts. 1, 2, 3, 4, 6, 23 a 28 y concs. de la Convención sobre los Derechos del Niño; arts. 1.1, 2, 17, 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos [Pacto de San José de Costa Rica]; arts. 2.1; 9, 10.1, 11.1, 12.1 y 2.d del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; arts. 1, 2, 9.1, 10.1, 10.2.f, 12, 16, 18 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador"; arts.11, 36 incs. 1, 2, 5, 7 y 8 de la Const. provincial). SCBA, A 70717 S 14-6-2010 P.,C. c/ P.,d. s/ Amparo. Recurso de inaplicabilidad de ley B96826

La Constitución de la Provincia reconoce expresamente entre los derechos sociales los correspondientes a la salud en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos. Consagra, asimismo, el derecho de la persona con discapacidad a la protección integral del Estado, garantizando su rehabilitación, educación y capacitación en establecimientos especiales, como también la promoción de su inserción social y laboral (art. 36, inc. 5, Constitución provincial). En consonancia con ello, y en virtud de lo dispuesto en los Tratados Internacionales que tienen jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22), se ha reafirmado el derecho a la preservación de la salud, comprendido dentro del derecho a la vida y expresado que existe en cabeza de las autoridades públicas una obligación impostergable de garantizarlos con acciones positivas (arts. 42 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional y 36 inc. 8° de la Constitución provincial).

 SCBA, A 69412 S 18-8-2010 P.,L. c/ I.,I. s/ Amparo. Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley B96952

La responsabilidad de carácter internacional del Estado, en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos se origina en actos u omisiones de cualquiera de los tres Poderes del Estado independientemente de la jerarquía de los funcionarios que infrinjan las disposiciones del Pacto de San José de Costa Rica, apareciendo inmediatamente el ilícito internacional. 

SCBA, L 87788 S 28-5-2010 , Sala, Jorge Carlos c/ Du Pont Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios B53229

La Constitución nacional en su art. 75 inc. 23, primer párrafo, ha consagrado la tutela efectiva de los derechos reconocidos en ella y en los tratados internacionales sobre derechos humanos, particularmente respecto de niños, mujeres, ancianos y personas con discapacidad. En consonancia con tal postulado, establece en su art. 43 la acción de amparo como vía rápida de reparación de los derechos afectados por actos de particulares, cuando en forma actual o inminente lesionen, restrinjan, alteren o amenacen con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la Constitución. Nuestra Constitución provincial, por su parte, consagra tal remedio en el inc. 2 del art. 20 que en su primer párrafo, también como aquélla, lo establece contra el acto del particular y por las mismas consecuencias lesivas, y en el art. 36 inc. 5 se encuentra expresamente establecida la protección a la discapacidad

SCBA, C 106587 S 28-5-2010 , : A.,O. c/ T.,A. s/ Amparo B33022

Según lo ha declarado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para cumplir con el mandato del art. 2 del Pacto de San José de Costa Rica, es necesario: 1) el dictado de normas y 2) el desarrollo de prácticas conducentes al acatamiento efectivo de los derechos y libertades consagrados en él. Por ello resulta obligatorio suprimir los preceptos y prácticas de cualquier naturaleza que entrañen una violación de las garantías previstas en la Convención, y este deber general del Estado Parte -que implica que las medidas de derecho interno han de ser efectivas (principio del effet utile), para el cual el Estado debe ´adaptar´ su actuación a la normativa de protección de la convención- no se refiere sólo al poder legislativo, sino también a los jueces que, a través de la interpretación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, deben acompasar el modelo interno con el trasnacional, pues de lo contrario se originan injusticias en los pleitos y se genera responsabilidad internacional del país por actos u omisiones de cualquiera de los tres poderes. 

SCBA, L 88775 S 23-3-2010 E.,E. c/ E.,S. s/ Accidente B3345392

Responsabilidad del funcionario público

Conforme lo regula el artículo 1112 del Código Civil los hechos y omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas, son comprendidas entre las obligaciones que nacen de los hechos que no son delitos. Los funcionarios y empleados públicos son responsables civilmente cuando hubieran realizado actos irregulares que causaron daño a la administración pública o a los particulares. Para que tal responsabilidad se configure el hecho dañoso debe provenir de una persona de existencia física que desempeñe una función pública, la conducta debe haberse desarrollado en ejercicio de sus funciones y por último tales hechos denotan la existencia de irregularidades, en tanto se han infringido leyes o reglamentos. Consecuentemente, en tanto no se demuestre el cumplimiento irregular y culpable de las obligaciones, el funcionario será irresponsable aunque hubiera causado un perjuicio. Por otra parte, éstos hechos conllevan la responsabilidad refleja del Estado, que consagra el primer párrafo del artículo 1113 del Código Civil. CC0202 LP 100258 RSD-162-3 S 8-7-2003 Moncho Hauscarriaga, Luis Fernando y otro c/ Calvo, Horacio y otros s/ Daños y perjuicios B301078

Trátase en autos de la responsabilidad de funcionario público, que se halla regida por el art. 1112 del Cód. Civil, que es la norma que debe aplicarse en este supuesto. Esta, si bien no se distingue de la responsabilidad extracontractual en general (está dentro del Tit. IX de la Secc. II del Libro II del Cód. Civil), tiene requisitos específicos: que el daño se haya causado: a) por hechos u omisiones en el ejercicio de las funciones; d) por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que le son impuestas. En estos casos preciso es identificar cuáles son las normas no cumplidas o mal cumplidas, ya sea por acción u omisión (conf. art. 1066 del Cód. Civil).

 CC0001 ME 108725 RSD-173-4 S 5-4-2005 Tapia, Ester Teresa y ot. c/ Municipalidad de 25 de Mayo s/ Daños y perjuicio B600134

El art. 1112 crea una regla general para todos los agentes del estado "y por ello la responsabilidad indirecta del superior jerárquico no es sino un subcaso de la responsabilidad de funcionarios y empleados públicos. El funcionario público no responde directamente por falta personal ante el particular damnificado, sino que solo responde el estado, sin perjuicio de su derecho de someter a aquél a un proceso administrativo de responsabilidad; salvo cuando la falta implica vías de hecho o delito criminal, en cuyo supuesto sí existe también responsabilidad directa del agente. En realidad y desde el punto de vista del tercero, lo cierto es que se le coloca en la posibilidad de accionar en forma indistinta contra el funcionario (que responderá en la medida de la culpa) o contra el Estado. Obviamente que no se trata de anexar ambas responsabilidades, sino de coordinarlas y sincronizarlas. La acumulación no implica -obviamente- doble reparación del mismo daño, pues el resarcimiento aunque integral es siempre único y de lo contrario habría enriquecimiento injustificado de la víctima 

CC0002 LM 984 RSD-20-6 S 4-7-2006 Briones Judith Angélica c/ Municipalidad de La Matanza s/ Daños y perjuicios B3400828

Para atribuir responsabilidad civil al funcionario público es necesario que se den los siguientes requisitos básicos: cumplimiento irregular de las funciones asignadas, causación del daño en el ejercicio de las funciones y el factor de atribución de responsabilidad. En cuanto al cumplimiento irregular, basta que origine daños para que se responsabilice al demandado, se trata de una cuestión de hecho que mutará de caso en caso. El daño debe haberse causado al tiempo en que el funcionario ejercía la función asignada, debe existir una adecuación causal entre la función y el daño ocasionado, la que existe cuando el daño acostum bra a suceder conforme el curso natural y ordinario de las cosas, o cuando sea el resultado de la conexión de la función con un acontecimiento distinto, pero habitualmente vinculado a la misma CC0000 DO 86814 RSD-160-8 S 21-5-2008 Isla Daniel c/ Municipalidad de Gral. Lavalle y Goicochea Osvaldo s/ Daños y perjuicios B951257

Responsabilidad de Estado por denegación de justicia

Es insuficiente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que la parte alega "virtual denegación de justicia" y vulneración de la "tutela judicial efectiva", si se observa que la impugnación se sustenta exclusiva y directamente en cuestionamientos sobre el alcance que le otorgó el Tribunal de Casación a diferentes normas del Código Procesal Penal, cuestión ésta que por su naturaleza resulta inidónea para dar pábulo a un agravio de impronta federal. Asimismo no se advierten supuestos que permitan excepcionar dicha regla, pues no se aprecia que lo decidido sobre aquella materia procesal ocasione la frustración del derecho federal invocado vinculado finalmente con el acceso irrestricto a la justicia. En este contexto no se vislumbra tampoco que la decisión controvertida implique que el particular damnificado encuentre un cerrojo al efectivo acceso a la jurisdicción, en el marco de la tutela judicial continua y efectiva, que dimana del art. 18 de la Constitución de la Nación y distintos tratados internacionales de jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22, CN: arts. 8 y 25.2.a, CADH: y 14.1, PIDCyP) y que supone la posibilidad de ocurrir ante los tribunales de justicia y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los particulares o litigantes y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso -o procedimiento- conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia o decisión fundada

 SCBA, P 99176 S 3-3-2010. L.,R. s/ Recurso de queja B74070

El reclamante ha ocurrido a la vía judicial ante la inacción de la Administración con arreglo a la modalidad que contempla el art. 7 de la ley 12.475 que atribuye a la inactividad formal estatal un efecto equivalente a la denegación o resolución adversa del reclamo. La mentada ficción legal revela el claro propósito de evitar dificultades al administrado a la hora de acceder a la jurisdicción (arts. 18, Const. nac. y 15, Const. pcial.), ante la ausencia de una resolución administrativa expresa susceptible de impugnarse judicialmente. En las condiciones reseñadas, carece de sustento normativo la objeción formal señalada por el a quo al progreso de la acción, configurando una solución que incurre en exceso de rigor formal y que debe descartarse en resguardo del principio in dubio pro actione o favor actionis, enraizado en la más amplia regla de accesibilidad jurisdiccional que fluye del art. 15 de la Constitución de la Provincia. En el marco del régimen jurídico instituído por la ley 12.475, es desacertada la conclusión del sentenciante que considera un obstáculo para la admisibilidad de la pretensión la falta de demostración de la irreparabilidad del perjuicio que la utilización de los remedios ordinarios pudieran ocasionar al peticionario.

 SCBA, A 68993 S 3-12-2008  Gantus, José Luis c/ Poder Ejecutivo y otros s/ Amparo B95697

Responsabilidad del Estado por omisión o abstención

Poder de policía de seguridad

La responsabilidad del Estado por omisión en el ejercicio del poder de policía de seguridad, no resulta procedente si en el evento ninguno de sus órganos o dependencias tuvo parte, lo que impide hacer responsable a la provincia de los daños causados por un animal del que no era propietaria ni guardadora (arts. 1074 y 1112, Cód. Civil

SCBA, C 85774 S 5-5-2010 Otero, Julio c/ Camino del Atlántico s/ Daños y perjuicios B33007

Falta de cuidado de detenido

Se ajusta a derecho la sentencia que, haciendo mérito de los hechos demostrados en la causa y sobre los que no existe controversia, condenó al Estado provincial con sustento en que los agentes policiales no cumplieron adecuadamente con el deber de cuidado en relación al hijo de la actora en tanto lo dejaron alojado, sin custodia y con elementos con los que previsiblemente podía atentar contra su vida. En tanto el Reglamento de Detenidos impone al personal policial la obligación de requisar elementos con los que los detenidos pudieran dañarse a si mismos o a terceros, debe responder por los daños causados al haberse omitido el cumplimiento de tal obligación normativamente impuesta (art. 1074 del Código Civil). 

SCBA, A 69485 S 30-9-2009: Lobato, Lidia Esther c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios B93732

Responsabilidad médica

La responsabilidad profesional es aquella en la que se incurre al faltar a los deberes especiales que la actividad impone y, por lo tanto, para su configuración juegan los elementos comunes a la responsabilidad civil en general. Ello quiere decir que cuando el médico incurre en la omisión de las diligencias correspondientes a la naturaleza de su prestación asistencial, ya sea por impericia, imprudencia o negligencia, falta a su obligación y se coloca en la posición de deudor culpable

. CC0003 LZ 13 RSD-29-10 S 2-3-2010: C. R. V. c/ Hospital Interzonal Presidente Peron (Fiscalia de Estado) s/ Daños y perjuicios B3750340

La falta de servicio del Estado está configurada en el caso por el inadecuado o irregular ejercicio en el cuidado de la salud del interno y en la omisión de tomar las medidas pertinentes para evitar dentro del penal la existencia de enfermedades infectocontagiosas (arts. 901, 902 y cc. , 1074, del Código Civil) y, por otra parte, la antijuricidad o el ilícito objetivo está materializado en la inadecuada e irregular prestación del servicio de salud (art. 38 inc. 8ø de la Constitución Provincial), o en la omisión de obrar en tiempo oportuno, y esto no es otra cosa que un "irregular" cumplimiento de las obligaciones que le estaban impuestas a los órganos prestadores del servicio de salud, por lo que, si a consecuencia de ello se deriva un daño, la responsabilidad extracontractual por el mismo con su consecuente deber de reparar se imputa y proyecta indefectiblemente sobre el Estado (doct. arts. 1074, 1113 del Código Civil). 

CCI Art. 901 ; CCI Art. 902 ; CCI Art. 1074 ; CONB Art. 38 Inc. 8 ; CCI Art. 1074 ; CCI Art. 1113

CC0103 LP 240085 RSD-58-10 S 18-3-2010 R.M. y otros c/ PROVINCIA de Buenos Aires s/ DAÑOS Y PERJUICIOS B202920

Cabe extender la responsabilidad a la Municipalidad puesto que la prueba de la culpa de los médicos y del personal a su cargo, que actuaron en la guardia del hospital de esa comuna e incidieron en la causación del posterior desenlace fatal, resulta una clara demostración del defectuoso cumplimiento de uno de los deberes básicos del Estado como es el de brindar una adecuada asistencia médica a la población, aunque sin perjuicio de haber incurrido asimismo en la violación del deber de seguridad, que como obligación tácita se halla comprendida en el contrato asistencial y cuya omisión genera la responsabilidad directa de la entidad contratante, además de la que concierne directa y personalmente al profesional.

 CC0101 LP 250476 RSD-5-9 S 17-2-2009 M.M.G. c/ M. de M. y otros s/ DAÑOS Y PERJUICIOS B102101

Por daños en la vía pública

No puede ponerse en duda la vigencia de los deberes que asumen los municipios como guardianes de la vía pública, pues -como se sabe- se encuentran obligados a desplegar todas las diligencias necesarias para evitar daños a la comunidad (arts. 512, 1109, 1113 y ccdtes. del Cód. Civil). 

CC0003 LZ 150 RSD-36-9 S 14-4-2009: Bussetti de Caceres c/ Municipalidad de Lanús s/ Daños y perjuicios B3750078

La conjunción del material probatorio reunido en autos, permite tener por acreditado el deteriorado estado de mantención en que se encontraba la baranda de contención ubicada en el viaducto de marras (guardrail) y que la hacían peligrosa para el tránsito de los usuarios, lo que conduce a inferir que ha mediado un deficiente ejercicio del poder de policia municipal, omitiéndose el contralor compatible con la necesidad de evitar daños a los administrados; lo cual, como es obvio, torna en ilícita la abstención; máxime, que estaban en juego intereses particulares cualitativamente relevantes, como los son el derecho a la vida e integridad física de la población (arts. 1073 y 1074 C.C.) 

CC0003 LZ 150 RSD-36-9 S 14-4-2009 Bussetti de Caceres c/ Municipalidad de Lanús s/ Daños y perjuicios B3750079

La regulación de la responsabilidad del Estado a través de las normas del Código Civil

En el derecho público no existe un texto específico que contemple lo atienente a la responsabilidad del Estado por las consecuencias de sus hechos o actos de omisión o abstención. Por ello, su tratamiento jurídico básico debe efectuáeselo recurriendo a la norma del art. 1074 del Código Civil (art. 16 del mismo ordenamiento), que permite ubicar en ella el tema de la responsabilidad del Estado por sus comportamientos o actitudes omisivas o de abstención. El citado art. 1074 dispone que toda persona que por cualquier omisión hubiere ocasionado un perjuicio a otro, será responsable solamente cuando una disposición de la ley le impusiere la obligación de cumplir el hecho omitido, refiriendo por un lado que no sólo la ley formal o material puede contener un deber cuyo incumplimiento puede determinar que una omisión sea sancionable y obligue la responsabilidad del autor de la misma, sino que basta que la omisión sea antijurídica, vale decir contraria a derecho y por el otro, que lo que los litigantes deben acreditar es la existencia de la mencionada omisión y el razonable deber jurídico del Estado de haber cumplido el hecho o acto omitido. Entender lo contrario llevaría al despropósito de hacer responsable al Estado en sentido lato o como se dijera indeterminado o genérico por omisión de control sanitario respecto a productos no registrados cuyos autores ilícitamente sustraen a su conocimiento precisamente para evitar su inspecicón como en el caso ocurriera (arg. arts. 43, 1074 y 1112 del Código Civil).

CC0001 QL 8788 RSD-94-6 S 5-12-2006 De Carli, Carlos y otros c/ Cabases, Javier y otros s/ Daños y perjuicios B2903662

Dominio de un bien público del Estado. Inaplicabilidad del art. 1113 del C.Civil.

Cabe apuntalar que conforme al inc. 7º del art. 2340 del C.Civil, son bienes públicos del Estado, las calles, plazas, caminos, puentes y cualquiera otras obras públicas, construidas para utilidad o comodidad común. Y tal dominio es materia propia del derecho administrativo, no pudiendo confundirse con el derecho real perfilado por el art. 2506. El Estado carece de las atribuciones que son naturales en el derecho civil de dominio, y ello precisamente porque lo que caracteriza a bienes públicos como el de litis es un destino de aprovechamiento y goce directo e irrestricto por los individuos de la sociedad, general e indiscriminadamente. Están fuera del comercio, son inalienables e imprescriptibles (arg. art. 3951 del C.Civil), y el Estado es apenas su administrador, careciendo de los atributos esenciales de un propietario, sin poder excluirlos a su arbitrio de las indicadas utilidad o comodidad común, que son su fundamento. Lo que lleva a concluir que, siendo la municipalidad –sin duda- guardián de la cosa (el árbol) por cuyo vicio o riesgo sobrevino el daño, no pesa sobre el estado provincial responsabilidad fundada en el art. 1113 del C.Civil, ya que su condición no es la del “dueño” que dicha norma previó. 
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